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2.1. Introducción 
En este estudio analizaremos los derechos económicos, sociales 
y culturales desde la perspectiva universal, teniendo en cuenta prin-
cipalmente la labor realizada dentro del marco del sistema de 
Naciones Unidas, y dejando a un lado los sistemas de protección 
regionales que, en gran parte, son tratados en otras colaboraciones 
de esta publicación colectiva. Asimismo excluimos de nuestro traba-
jo la interpretación del contenido y del alcance de cada uno de los 
derechos económicos, sociales y culturales que han sido reconoci-
dos en los diferentes instrumentos internacionales 2. Realizaremos, 
básicamente, una reflexión y un examen sobre la evolución, proce-
so de codificación en el ámbito internacional, caracteres, control de 
1 El autor agradece las orientaciones del profesor Fernando M. Mariño Menén-
dez (Catedrático de la Universidad Carlos III de Madrid) así como las de An-
geles Jiménez Butragueño (miembro del Comité de Derechos Económicos, sociales 
y culturales de Naciones Unidas). 
2 Un análisis de los diferentes Derechos reconocidos en el Pacto de protección 
de los Derechos económicos, sociales y culturales en DiEZ DE VELASCO, M., SO-
BRINO HEREDIA, J. M., «La política social internacional", Garantía internacional 
de los derechos sociales, Documentos internacionales, Ministerio de Asuntos socia-
les, 1990, pp. 19-83, en especial, pp. 66-83; GRAVEN, M., The International cave-
nant on economic, social, and cultural rights. A perspectil'e on its development, Cla-
rendon Press-Oxford, 1995, pp. 153-351; JACQUART, M., «Droits économiques, 
sociaux et culturels", Droit international. Bilan et perspectives, tomo 2, Bedjaoui, 
M., (Ed), C:--.IESCO, 1991, pp. 1153-11-:'1, en especial, pp. 1157 Y Y ss. Un análisis 
muy exhaustivo de cada uno de los Derechos, en los Derechos internos de los 
Estados, aunque data de hace dos décadas, en GANJI, M., La realizaci6n de los de-
rechos econ6micos, sociales JI culturales: problemas, políticas y logros, E/CN.4/ 
1108/ Rev. 1, Naciones Unidas, Nueva York, 1975. 
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aplicación y posibilidades de una mejor realización de los Derechos 
económicos sociales y culturales en la sociedad y el orden interna-
cional. 
El Derecbo social internacional 3, rama en la que se podría en-
cuadrar este trabajo, podría ser definido como el conjunto de nor-
mas que, en los tratados internacionales, fundamentalmente, tienen 
la finalidad principal de promover, proteger, controlar y asegurar la 
satisfacción de las necesidades básicas de los individuos. Pero al 
analizar los derechos sociales en el orden internacionaL dada su 
descentralización normativa e institucional, debemos tener en cuen-
ta otras dimensiones complementarias que, en cierto sentido, nos 
aproximan a la concepción pluralista de Gurtvich -± sobre el Dere-
cho social, aun cuando no la compartamos, en cuanto que conside-
raba negativo el papel del Estado en la realización de los derechos 
económicos, sociales y culturales. 
En este sentido debe tenerse en cuenta que la realización de 
estos derechos no depende ni exclusiva ni prioritariamente de su 
reconocimiento en normas jurídicas de alcance universal, siendo ne-
cesario, además, la formulación y aplicación de determinadas políti-
cas nacionales e internacionales -con objeto de favorecer un desa-
rrollo que tenga una orientación humana y social 5-, la 
modificación de otros sectores normativos del orden internacional 
-en particular del Derecho internacional económico 6_ y la implan-
tación de mecanismos y políticas que tengan un efecto redistribui-
dor de la riqueza en el ámbito internacional -'. 
:l Para los profesores DÍEZ DE \'ELASCO, M., y SOBRINO HEREDIA, ]. M., la po-
lítica social internacional es "el conjunto de principios, normas, procedimientos e 
instrumentos destinados a consagrar, promover, regular, proteger y aplicar a nivel 
internacional los derechos humanos de contenido económico, social y cultural», "La 
política social internacional», ob. cit., p. 31. 
.. Que le llevó a rechazar la consideración del Derecho social como un mero 
conjunto de reglas jurídicas del Estado para proteger a los desposeídos. Este autor 
partía del "pluralismo como un hecho, como un ideal y como una técnica (jurídi-
ca)>>. Véase GURVITCH, G., La déclaration des draits sociaux, París, especialmente 
pp. 58-65 Y 71 Y ss. 
5 En la línea preconizada por los últimos estudios del Secretario General de 
Naciones Unidas, donde se incide en la necesidad de que el Desarrollo, que se pro-
duce en un contexto social concreto y en respuesta a específicas situaciones de la 
sociedad, tenga una orientación hllmana en la que la justicia sea un pilar de la so-
ciedad (Informe sobre Desarrollo J' cooperaci6n econ6mica internacional. Un pro-
grama de Desarrollo, 6 de mayo de 1994, A: 48/935, pp. 18 Y ss.). 
6 Ya que el desarrollo de los países y la satisfacción de las necesidades básicas 
de las personas están estrechamente vinculados con la modificación del Derecho in-
ternacional económico, para que se reduzcan las desigualdades entre los Estados. 
Véase FLORY, M., "Pour un Droit social international», Humanité et Droit Interlla-
tiona!. Mélanges Renéjean Dupu)', París, Pedone, 1991, p. 149 Y Y ss.; véase asimis-
mo la última parte de este estudio. 
7 De otro modo se llega a la paradoja recogida por un autor de indicar que así 
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De otro lado, el objeto del Derecho social internacional no es 
tanto el logro de una armonización normativa de los ordenamientos 
internos, lo que parece muy difícil, como indica Kartashkin s, cuan-
to el desarrollo progresivo de estándares internacionales que tras-
ciendan de ese ámbito interno, y el control internacional de su apli-
cación. La última ratio de estas normas es favorecer que todas las 
personas accedan a un desarrollo auténtico, de tal modo que se 
avance hacia el logro de los valores fundamentales del orden inter-
nacional: la justicia y el bien común de la Humanidad 9. 
En los epígrafes siguientes, tras un análisis de la evolución del 
reconocimiento de los derechos económicos, sociales y culturales 
en el Derecho internacional clásico y contemporáneo, examinare-
mos sus caracteres, el mecanismo de supervisión del Pacto de 1966, 
así como los obstáculos y posibles mejoras para un mejor disfrute 
de los derechos. 
2.2. El proceso de codificación internacional de 
los derechos económicos, sociales y culturales 
2.2.1. Apuntes sobre el Derecho Internacional clásico 
Como ha señalado Cassese l0, basta con analizar los libros del 
Derecho de Gentes de los siglos pasados para darse cuenta de que 
en los mismos no había sitio para entidades que no fuesen los 
Estados soberanos e independientes. A pesar de que esta margina-
ción del individuo del orden internacional -que únicamente podía 
ser superada por la edición de normas internas o internaciona-
les 11_ será progresiva e insuficientemente superada por la celebra-
ción de Tratados internacionales que van a proteger los derechos 
como «el Hotel Ritz está abierto a todos así lo está la escuela». STASZKOW, M., 
«Quelclues remarques sur les droits économiques et sociaux», Essais sur les drafts 
de l' homme en Europe, lnstitut Uniyersitaire d'études européennes de Turin, Pe-
lloux, R., (ed), 1961, p, 55. 
" Dada la diversidad de sistemas sociales, niyeles de desarrollo, estructuras na-
cionales y de clases y tradiciones históricas diferentes, Véase KARTASHKIN, v., «De-
rechos económicos, sociales y culturales», Las dimensiones internacionales de los 
Derechos Humanos, VASAK, K.. Ced,), YO!. l, Serbal!UNESCO, 1984, p. 171, 
9 TOUSCOZ,]., «La souverainete économique. la justice internationale et le bien 
commun ele l'Humanité», Hu manité et droit international. Mélanges René Jea n Du-
pUE Ed, A. Pedone, París, 1991, p. 315 y ss. 
10 CASSESE, A., Los Derechos humanos en el mundo contemporáneo, Ed. Ariel, 
Barcelona, 1991, p. P. 
11 Véase QUOC DINH, N., DAILLIER, P., PELLET, A., Drait international Public, 
L.G.D.]., 5-" ed., París, 1994, p. 619; asimismo PASTOR RIDRUE]O. J. A., Curso de 
Derecho Internacional Público JI Orgallizaciones internacionales, Ed. Tecnos, Ma-
drid, 1994, p. 209. 
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humanos, contribuyendo a transformar la teoría de la soberanía ab-
soluta del Estado, cabe destacar la inexistencia de práctica interna-
cional que tuviese por objeto la protección de los derechos econó-
micos, sociales y culturales 12. Cierto es, sin embargo, que el 
carácter puramente interestatal del orden internacional se veía con-
tradicho por sus propios impulsores, como muestra la idea de la ci-
vitas maxima, de la sociedad del género humano 13 o, posteriormen-
te, la concepción objetivista del derecho, que impedía al Estado 
actuar de barrera entre el Derecho de Gentes y el individuo 14. 
En el ámbito específico de los derechos económicos, sociales y 
culturales cabe destacar los esfuerzos doctrinales de algunos autores 
que acudirán a conceptos como Jos de solidaridad o, incluso, del 
Derecho social 15 , con los que irá tomando cuerpo la idea de que 
existe un derecho solidario, supraestatal o colectivo que limita la 
soberanía estatal por la defensa de los derechos humanos. Así, en 
las sesiones del I.D.I. de 1921 y de 1925, de La Pradelle pondrá es-
12 Cabe destacar las normas y tratados internacionales en el ámbito de la protec-
ci6n de extranjeros, y de nacionales en el extranjero, de las minorías, así como las 
dimensiones expansivas del princiPio de las nacionalidades, los orígenes y el desa-
rrollo del Derecho internacional humanitario y la prohibici6n de la esclavitud. So-
bre la protección de los Derechos Humanos en la práctica internacional del Dere-
cho Internacional clásico véase TCHIRKOVITCH, S., La protection de l'individu et 
des minorités nationales d'apres les traités diplomatiques du début du XVIII si(lCle a 
nos jours, Curso policopiado, París, 1947-1948, págs. 40-110. Véase también TRU-
YOL SERRA, A., Los Derechos Humanos. Declaraciones y convenios internacionales, 
Ed. Tecnos, 3" ed., Madrid, 1984, pp. 11-26; del mismo' autor «Los Derechos Huma-
nos en perspectiya histórica», IV jornadas de profesores de Derecho Internacional J' 
relaciones internacionales, Universidad de Granada. Departamento de Derecho In-
ternacional, Granada, 1980 pp. 15-3l. 
13 Véase REl'vIEC, P. P., The position 01 the individual in internationallaw accor-
ding to Grotius and Vattel, Martinus Nijhoof Publishers, The Hague, 1960, en espe-
cial pp. 260 Y ss.; LAUTERPACHT, H., Internationallaw and human rigbts, London, 
Stevens&Sons Limited, 1950, pp. 114-126; destacan en esta línea y en el cambio de 
concepción de la posición de! individuo en e! orden internacional diversos estudios 
de los años treinta, muchos de ellos realizados ante la preocupación que comenza-
ba a suscitar la subida del fascismo y la represión contra las minorías. Así, BENT-
W1CH, N., Thé Ilzternational protection 01 individual rights, :\fottinghan, 1935, 24 
pp. 
I~ Al considerar al indiyiduo como sujeto único del Derecho de gentes, con el 
mismo título que el Estado, siendo el destinatario último del orden internacional. 
Por el contrario, la aplicación de la doctrina ,'oluntarista implicaba que fuese «jurídi-
camente imposible, inútil y peligrosa», la presencia del individuo en el orden inter-
nacional, al ser los Estados los únicos miembros de la Comunidad internacional, 
siendo los creadores y destinatarios de las normas internacionales. TET\EKIDES, G., 
L'indil'idu dans /'ordrejuridique international, Ed. A. Pedone, París, 1933, p. 25. 
IS Véase el estudio de GRAMAIN, P., (Les droits internationaux de l'bomme, Les 
Editions internationales, París, 1993, pp. 79-90) en donde se analizan las posiciones 
de Brocher de la Fléchere, Duguit, Po/itis, jitta, Bourquin, Scelle, Gurtl'ich, de La 
Pradelle, Scott, Burke, Hamaker, Bergson o Krabbe. Yid. GUR\ 1TCH, G .. L 'idée de 
Droit social, Sirey, París, 1932. 
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pecial énfasis en indicar el carácter solidarista del Derecho interna-
cional moderno al señalar que « le principe solidariste d'une inter-
déPendence des Etats, Jondée sur leur mutuelle dépendance au re-
gard de la Communauté internationale et de l'humanité, devient 
un princzpe, une base, un dogme» 16. 
Como consecuencia de este cambio doctrinal, pero fundamen-
talmente de la evolución de los Derechos internos y de la mayor in-
terdependencia entre los Estados y del desarrollo de la sociedad in-
ternacional de cooperación, como superación de la fase de pura 
relación entre los Estados en la fase de la yuxtaposición -por la 
creación de organizaciones internacionales-, van a réalizarse trata-
dos internacionales que cabe considerar como los primeros antece-
dentes de los actuales derechos económicos, sociales y culturales en 
el orden internacional. Uno de los primeros derechos económicos, 
sociales y culturales que van a ser objeto de preocupación por par-
te de la Comunidad internacional es el derecho a la salud, por la 
necesidad de cooperar en la lucha contra algunas enfermedades 
epidémicas, a lo que cabe añadir la cooperación internacional en la 
lucha contra el consumo y tráfico internacional de estupefacientes, 
en particular del opio y, en menor medida, del alcohol 17. Pero no 
cabe duda que el sector que recibió en aquella época una mayor 
protección fue el del Derecho del Trabajo, cuyos orígenes de pro-
tección internacional se inician a través de acciones privadas 18, has-
16 Institut de Droit International, Annuaire, 1921, p. 215 Y ss. Se concibe al 
Estado, en el seno de la Comunidad Internacional, como un medio, y no como un 
fin en sí mismo, para alcanzar conjunta y solidariamente el progreso de la civiliza-
ción, la perfección de la humanidad y la felicidad del hombre, que es considerado 
como e! último destinatario de todo derecho. En este sentido véase el art. 6 del 
proyecto de declaración de derechos y deberes de las naciones (11 de noviembre 
de 1919) presentado por la Unión Jurídica Internacional, o el arto 7 del proyecto 
presentado por De la Pradelle al IDI, en 1921. 
]7 El 3 de diciembre de 1903 se celebró la Conferencia de París para la redac-
ci6n de un c6digo sanitario internacional con el que se buscaba evitar la propaga-
ción internacional de la peste y del cólera, para lo que se creó una Oficina Interna-
cional de la Salud, sustituida en 1907 por la Oficina internacional de higiene 
pública. Por el Tratado de 17 de enero de 1912 se incluyó la cooperación interna-
cional en la lucha contra la fiebre amarilla y el congreso internacional sanitario de 
21 de junio de 1926 añadió la pequeña viruela. El tráfico de opio se sometió a con-
trol mediante la conz'enci6n de la Haya de 23 de enero de 1912, completada el 19 
de febrero de 1925 por la creación de un Comité central permanente del opio que 
estaba encargado de vigilar su tráfico internacional. Por lo que respecta al alcohol la 
Convención de St-Germain-en-Laye, de 10 de septiembre de 1919, creó una Oficina 
central internacional colocada bajo la autoridad de la Sociedad de las Naciones. 
Véase GRA.t\1AlN, P., Les droits internationaux de l'homme, ob. cit., pp. 128 Y ss. 
IR Aparte de la acción de las Internacionales socialistas y marxistas, e! Congreso 
de delegados de las asociaciones obreras socialistas y católicas, de 1897, en Zurich, 
y de! mismo año de economistas en Bruselas o, posteriormente, e! Congreso de Pa-
rís de 1900 que creó la «asociación internacional para la protección legal de los tra-
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ta que al amparo del Tratado de Versalles se creó la Organización 
Internacional del Trabajo, que se basaba en la idea de que la paz 
universal y permanente, como se indica en el preámbulo de su carta 
constitutiva, sólo puede basarse en la justicia social. 
De todos modos, lo cierto es que los primeros impulsos al reco-
nocimiento, codificación y generalización de los Derechos económi-
cos, sociales y culturales no se sitúan en el ámbito del Derecho in-
ternacional sino en el de los Derechos internos, en el periodo de 
finales del siglo XIX y primera parte del siglo xx 19, en un largo pro-
ceso evolutivo 20 en el que influyó profundamente la transformación 
de la sociedad, como ha señalado Forsthoff2l, y que se verá consa-
bajadores », y en 1901 la «Oficina Internacional del trabajo», a cuyo amparo se reali-
zaron algunos tratados que tenían por objeto la protección de los trabajadores. 
Véase CASTRO-RlAL CA.;'\JOSA, J. .\1., FERA_'\;'\JDEZ LIESA, C. R., MARI;\:O MENÉ:\'DEZ, 
F. 1\1., «Organización Internacional del Trabajo», Organizaci6n lntenzacional. Na-
ciones Unidas)' organismos especializados. Textos legales, Universidad Carlos III de 
Madrid-Boletín Oficial del Estado, Madrid. 1993, pp. 157 Y SS.; PALOIllEQUE LÓPEZ, 
M. c., ÁLVAREZ DE LA ROSA, M., Derecbo del Trabajo, Colección Ceura, Ed. Centro 
de Estudios Ramón Areces, Madrid, 1995, pp. 283-299; SC.H\X1ELB, E .. Human right 
and the lntenzational communi(l', Chicago, 1964, pp. 17-19. 
19 La formulación liberal de los Derechos los circunscribió a aquellos que, en 
gran medida, no suponían una interferencia a la libre autonomía de la voluntad in-
diYidual. Pero la clase trabajadora no veía reflejada sus intereses en esa concepción, 
que se basaba en la igualdad formal, y no en la igualdad real, y que se plasma en el 
Estado liberal, que encarna una mentalidad individualista en el marco del capitalis-
mo, por lo que la cristalización definitiva de la solidaridad de los modernos, que fl-
naliza con la formación del Estado social. se produce desde el siglo :\1:\ al producir-
se la progresi\'a incorporación de los representantes de la clase trabajadora a las 
instituciones políticas del Estado parlamentario. En esta línea se debe destacar la 
aportación de autores socialistas así como, posteriormente, del moYimiento social 
cristiano. Véase por todos PECES-BARBA MARTÍNEZ, G., Curso de Derecbos funda-
mentales. Teoría General, Uniyersidad Carlos III de Madrid-Boletín Oflcial del 
Estado, Madrid, 1995. Para la formación del concepto de Estado social es importan-
te la aportación de I-I. I-IELLER, en su trabajo «Estado de Derecho o dictadura», Es-
critos políticos, edición a cargo de A. López Pina, Madrid, 198'5 
20 Ya la declaración de derechos aprobada por la Convención Francesa el 23 de 
junio de 1793 preveía ciertos derechos sociales en sus arts 21 (<<la société doit la 
subsistance aux citoyens malhereux soit en leur procurant du travail, soit en assu-
rant les moyens d'exister a ceux qui sont hors d'état de tra\'ailler»), 18 «<il ne peut 
exister qu'un engagement de soins et de reconnaissance entre l'homme qui trayaille 
et celui qui l'emploi») 22 (<<la société doit favoriser de tout son pouyoir les progrés 
de la raison publique et mettre nnstruction a portée de tous les citoyens») y 23 (<<la 
garantie sociale consiste dans l'action de tous pour assurer a chacun la jouissance et 
la conservation de ses droits») que, introducidos por Condorcet y Roberspierre ju-
garían un papel importante en la revolución de 18-i8, y en la constitución francesa 
de -i de noyiembre de ese año, tal y como refleja su artículo 1. Sobre estos y otros 
antecedentes yéase GURTVITCI-I, ob. cit., p. 22; véase asimismo el estudio del Profe-
sor PECES-BARBA, en este mismo libro, Los derechos econ6micos, sociales y cultura-
les: apuntes para su formaci6n. Vid. también TRL'YOL SERRA, A., Los dei~ecbos hu-
manos en perspectil'a bist6rica, ob. cil., p. 19. 
21 FORSTI-IOFF, E., «Problemas constitucionales del Estado social", El Estado so-
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grado en diversos textos constitucionales ~a través de la fórmula 
«Estado de Derecho democrático y social» 22~, entre los que cabe 
destacar la Constitución de Weimar (1919), la Constitución de los 
Estados Cnidos mejicanos de 31 de enero de 1917, la constitución 
de la República española de 5 de diciembre de 1931, o las constitu-
ciones de la Unión de Repúblicas socialistas soviéticas de 1918, 
1925 Y 1936, aunque éstas se situan fuera del marco del Estado par-
lamentario representativo y prescindiendo de los derechos indivi-
duales ciYi1es y políticos. 
2.2.2. La codificación en el orden internacional surgido 
tras la Segunda Guerra Mundial 
La internacionalización de los Derechos económicos, sociales y 
culturales no se produce, propiamente, hasta el Derecho internacio-
nal contemporáneo. Un primer impulso vino dado durante los de-
bates que tuvieron lugar durante la segunda guerra mundial en tor-
no a la idea, recurrente en momentos singulares de la historia, de 
crear un nuevo orden mundial 23 en el que, en la concepción de 
Roosevelt ~mensaje de 6 de enero de 1941~, se incluía junto a la 
libertad de expresión, la libertad religiosa y la preocupación por la 
seguridad internacional, el derecho de estar al abrigo de las necesi-
dades2~. 
cial, Centro de estudios constitucionales, Madrid, 1986, p. 47 Y ss. Sobre las diferen-
tes influencias doctrinales en la creación del Estado social y su consagración, por lo 
que respecta a Alemania federal, en la Ley fundamental de Bonn (1949), y el signifi-
cado de la claúsula social en la Constitución española, véase PAREJO AlFONSO, L., 
Estado social y administración pública. Los postulados constitucionales de la refor-
ma administrativa, Ed. Civitas, 1983, pp. 29 
22 Véase ABENDROTH, W., «El Estado del Derecho democrático y social como 
proyecto político», El Estado social, Centro de estudios constitucionales, Madrid, 
1986, p. 15. 
23 Wilson buscó la implantación de mecanismos constitucionales en el plano in-
ternacional: para Bush el nuevo orden debía basarse en las aspiraciones universales 
del hombre: la paz, la seguridad, la libertad y la primacía del Derecho. Véase 
ZORGBIBE. c., L'apres-guerre froide dans le monde, Que sais-je?, Presses universi-
taires de France, 1993, pp. 3-11. Esta idea reaparece en la doctrina como nuevo 
punto de partida, también en el ámbito de los derechos humanos. Véase, en esta lí-
nea EIDE, A., «The four freedoms and human rights in the new international ordef», 
EIDE, A., HELGESEN, ]., (eds.), The fu tu re of Human rights protection in a chan-
ging world. Essays in Honour of OPSAHL, T., Norwegian University Press, 1991, pp. 
1-8. 
2~ En el mismo sentido la Carta del Atlántico (14 de agosto de 1941) preconizó 
una paz «que de a todos los hombres, en todos los países, la seguridad de que vivi-
rán al abrigo del miedo y la necesidad»; y del mismo modo la Declaración de las 
Naciones Cnidas de 1 de enero de 1942 y, fundamentalmente la Declaración de Fi-
ladeldia, reunida en el ámbito de la OIT vincularán la paz internacional a la justicia 
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El empuje inicial se vió frenado por el disenso que durante las 
negociaciones finales de la Conferencia de San Francisco hubo en 
torno a la posibilidad de redactar una declaraci6n de derechos hu-
manos 25, por lo que el marco jurídico de la Carta de .t\aciones Uni-
das fue menos ambicioso de lo esperado, aun cuando tenía unas 
potencialidades normativas que, posteriormente, se mostraron revo-
lucionarias 26. Además, como ha señalado el profesor González 
Campos 27, era muy importante el sentido constitucional de la pro-
tecci6n de los derechos humanos, que supuso una doble transfor-
mación del orden internacional, desde la perspectiva axiológica, al 
iniciarse un proceso de humanización, y para la posición del indivi-
duo en el orden internacional. Por otro lado, aun cuando el recono-
cimiento de los derechos fuese parcial, estableciese objetivos muy 
generales y, por consiguiente, necesitase de posteriores desarrollos 
normativos para precisar las obligaciones 28, cabe destacar que los 
artículos 1, 3 y los capítulos IX y X 29 (arts. 55 y 56), diseñaban un 
marco jurídico que servirá de base posterior para la cooperación en 
los ámbitos económicos y sociales 30. 
social. Con estos y otros antecedentes se reunió la Conferencia de Dumbarton 
Oaks (del 28 de agosto al 28 de septiembre de 1944), que preparó un proyecto de 
Carta de Naciones Unidas en el que se proponía la creación de una Organización 
que debía «facilitar la solución de los problemas internacionales en los ámbitos 
económico y social, así como otros problemas humanitarios, y favorecer el respeto 
de los derechos del hombre y de las libertades fundamentales». VERDOOT, A., 
Naissance et signification de la déclaration universelle des droits de l'homme, Ed. 
Nauwelants, Louvain-París, 1963, p.38. 
25 Sobre esto véase ROBINSON, ]., Human rights and fundamental freedoms in 
the Charter of the United nations. A commentary, Institute of ] ewish affairs, mayo de 
1946, pp. 17-40. 
26 Como indica TRU, N. B., «La Charte des Nations l!nies et le nouvel ordre 
mondial», Mutations internationales et él'olution des normes, THl!AN, c., FENET, 
A, (eds.), Puf, 1994" pp. 7-27, p. 21. 
2
7 GONZÁLEZ CAMPOS, ]. D., «La protección de los Derechos Humanos en las 
Naciones Unidas», ONU Ano xx, Ed. Tecnos, Madrid, 1966, pp. 250-253; en el mis-
mo sentido TRUYOL SERRA, A, Los Derechos Humanos, ob. cit., pp. 27; CARRILLO 
SALCEDO,]. A, Soberanía de los Estados y Derechos Humanos en Derecho Interna-
cional contemporáneo, ob. cit., p. 29 
28 En este sentido HENRY, P. M., «Artide 1, paragraphe 3», La Charte des Na-
tions Unies. Commentaire article par article, COT,]. P., PELLET, A, Ed. Económica, 
1985, p.58. 
29 Véase un comentario reciente a estos artículos en SIMMA, B., y otros, The 
Charter ofthe United Nations. A commentary, Oxford University Press, 1994. 
30 Véase ELIAS, T. O., «The work of International Organizations in the economic 
and social fields», A Handbook of International Organizations, DUPUY, R. ]., (ed.), 
Académie de Droit International de la Haye, Martinus Nijhoff Publishers, 1988, pp. 
485-508. Véase también ABELLÁc"-f HONRUBIA, V., «La cooperación internacional en 
la solución de problemas de carácter económico y social (I) y (lO», en DÍEZ DE 
VELASCO, M., Las Organizaciones Internacionales, 9. a ed., Ed. Tecnos, Madrid, 
1995, pp. 249-280. 
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Lo cierto es que el primer instrumento internacional en el que 
se especifican los derechos económicos, sociales y culturales es la 
Declaración universal de Derechos Humanos de 1948 31, en sus ar-
tículos 22 a 27 32 . Esta declaración introdujo dos conceptos revolu-
cionarios 33 en cuanto a los derechos económicos, sociales y cultu-
rales 34, que influirían notablemente en su evolución posterior. De 
un lado se reconoce la primacía del derecho internacional sobre los 
derechos internos (art. 30) y, de otro lado, se establece que «toda 
persona tiene derecho a que se establezca un orden social e inter-
nacional en el que los derechos y libertades proclamados en esta 
Declaración se hagan plenamente efectivos» (art. 28). 
En 1948 la Asamblea general solicitó a la Comisión de Derechos 
Humanos que preparase un proyecto de convenio de Derechos Hu-
manos y, en 1950, que se realizase un único instrumento de protec-
ción de los derechos económicos, sociales y culturales así como de 
los civiles y políticos, dada su interconexión e interdependencia. Sin 
embargo, en 1951, el Consejo económico y Social pedía que se re-
considerase esa posición, lo que llevaría finalmente a que se realiza-
sen dos pactos separados, al haber dificultades para establecer un 
único sistema de control, y al considerarse que difería la naturaleza 
de las medidas que los Estados debían aplicar para ambos 
pactos. Como en este sentido indica la profesora Escobar 35 «a pe-
. sar de que en 1966 se optase por recoger cada categoría de dere-
chos en un instrumento distinto, ello obedece a razones de estrate-
gia legislativa y de coyuntura política, y no rompe con la 
interre1adón-y unidad de los mismos». 
El grado de aceptación actual del Pacto de derechos económicos, 
sociales y culturales es amplio, habiéndose comprometido en obligar-
se por el mismo, el día 8 de diciembre de 1995, 133 Estados 36. El 
31 Sobre los trabajos preparatorios de la Declaración véase ROB1NSON, N., Uni-
versal declaration on Human rights. Its origins, significance and interpretation, 1ns-
titute of]e\\"ish affairs, New York, 1950. 
32 Artículos en los que se reconoce el derecbo a la seguridad social, al trabajo, 
los derechos sindicales, el derecbo a un nivel de vida adecuado, a la educación Ji 
los derechos culturales. 
33 ]ACQUART, M., «Droits économiques, sociaux et culturels», ob. cit. pp. 1155-
1156. 
34 El catálogo de derechos que introduce la declaración ha sido sistematizado 
por la doctrina de diversas maneras. Véase CARRILLO SALCEDO, J. A., Soberanía de 
los Estados Ji Derecbos humanos en Derecho Internacional contemporáneo, ob. cit, 
pp. 38-40. 
35 ESCOBAR HERNÁNDEZ, c., «La promoción y protección de los derechos hu-
manos», capítulo XN, Las Organizaciones Internacionales, DIEZ DE VELASCO, M., 
9." ed., Ed. Tecnos, Madrid, 1995, pp. 227 -248, p.231. 
36 Proyecto de Informe del CDESC al CES, sobre el 13 periodo de sesiones (20 
de noviembre a 8 de diciembre de 1995), preparado por la Sra. Virginia BONOAN-
DANDAN, E/C.12/1995/CRP.1, Ginebra, 8 de noviembre de 1995. 
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mismo es el resultado, no obstante, de un consenso 37 derivado de la 
confrontación entre el este y el oeste que, al finalizar la segunda gue-
rra mundial, acabó extendiéndose al ámbito de los derechos huma-
nos. Mientras los países occidentales daban preferencia a los dere-
chos civiles y políticos 38, los países socialistas lucharon por el 
reconocimiento de los derechos económicos, sociales y culturales; 
junto a estas dos concepciones los países que acababan de acceder a 
la independencia vieron satisfecho su deseo de que se viesen recono-
cidos algunos derechos de tercera generación, tal y como muestra el 
artículo 1 de los Pactos de 1966 39. El enfrentamiento entre el este y 
el oeste en el ámbito de los derechos humanos, que había surgido 
durante los trabajos preparatorios de la Declaración de derechos hu-
manos de 1948, se vería posteriormente reflejado en la lenta elabora-
ción de los Pactos, en la dicotomía que subyace en la división de los 
derechos en dos intrumentos internacionales así como, posteriormen-
te, en la confrontación que sobre los derechos humanos se produjo 
en otros foros internacionales, entre los que destacó la Conferencia 
(hoy Organización) de Seguridad y Cooperación en Europa 40. 
El Pacto, que se abre con un preámbulo similar al del Pacto de 
derechos civiles y políticos, se divide en cinco partes. En la dos pri-
meras se reconocen, respectivamente, el derecho de libre determina-
ción de los pueblos (art. 1, parte 1), así como las disposiciones gene-
rales aplicables en cuanto a la naturaleza de las obligaciones estatales 
(art. 2.1), la aplicación del principio de no discriminación (art. 2.2. y 
art. 3), y la posible limitación de los derechos (arts. 4 y 5). El núcleo 
de la convención viene recogido en la parte III en donde se recono-
3" En sentido contrario véase EIDE, A., al indicar que <<la inclusión de los dere-
chos económicos, sociales y culturales en la declaración universal encuentra apoyo 
tanto en los países del Este como en los del Oeste. Es erróneo, históricamente, con-
siderar que estos derechos fueron introducidos a iniciativa de los países socialistas», 
«Future protection of economic and social rights in Europe», Monitoring Human 
rigbts in Europe. Comparing ínternational procedures and mechanisms, Martinus 
Nijhoff Publishers, 1993, p. 191. 
38 Véase CASSESE, A., Los derechos humanos en el mundo contemporáneo, ob. 
cit., pp. 40-46; GROS ESPIEL, H., «The evolving concept of Human rights: western, 
socialist and third world approaches», Human rights thírty years afier tbe unil'ersal 
declaratíon, Ramcharan, B., (ed), 1979, p. 41; DÍEZ DE \TELASCO. M., SOBRlNO 
HEREDIA, J. M., ob. cit., p. 43 y ss. 
39 En este artículo se reconoce el derecbo de los pueblos a la libre determina-
ción, en virtud del cual establecen libremente su condición política y proveen asi-
mismo su desarrollo económico, social y cultural (pár. 1 y 3), así como el principio \ 
de soberanía sobre los recursos naturales (par. 2). Por otro lado, el art. 2, apartado' 
3 indica que <<los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los dere-
chos humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué medida garanti-
zarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que 
no sean nacionales suyos». 
-t0 Véase GHEBALI, V. Y., La diplomatie de la detente: La C.S.C.E, 1973-1989, 
Bruylant, Bruxelles, 1989, pp. 85. y ss. 
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ce el derecho al trabajo (art. 6), al goce de condiciones de trabajo 
equitativas y satisfactorias (art. 7), la libertad sindical (art. 8), el dere-
cho a la Seguridad Social (art. 9), a la protección de la familia (art. 
10), a un nivel de vida adecuado (art. 11), a la salud (art. 12), a la 
educación (art. 13) Y a la cultura (art. 15). En la parte N se establece 
el sistema de supervisión y, finalmente, en la parte V, las modalida-
des de ratificación y de entrada en vigor del Convenio. 
Las causas de la ausencia de reconocimiento de algunos dere-
cbos económicos, sociales y culturales se encuentran, principalmen-
te, en la falta de consenso en torno a su contenido, como así ocu-
rrió en relación al derecbo de proPiedad, sobre el que se originó 
una controversia sobre las indemnizaciones por las expropiaciones, 
en el contexto histórico del surgimiento del principio de la sobera-
nía permanente sobre los recursos naturales 41. Tampoco cristalizó 
en el pacto el derecho al agua o al transporte así como otras nece-
sidades que, en aquel momento, no tenían en mente los negociado-
res del Pacto, como muestra la escasa importancia que se otorgó a 
la situación y a los derechos de las personas y grupos desfavoreci-
dos, aun cuando hay disposiciones que se refieren a la infancia, a 
las mujeres y a los discapacitados 42. 
La configuración jurídica del Pacto hace necesaria una in telp reta-
ci6n dinámica de sus disposiciones, como ocurre, por lo demás, con 
gran parte de las normas internacionales de protección de los dere-
chos humanos. En esta tarea es especialmente relevante, junto a los 
Estados, el papel del Comité de derechos económicos, sociales y cul-
turales, que ha interpretado extensivamente el convenio, reconocien-
do derechos implícitos en el mismo y deduciendo obligaciones gene-
rales y específicas de los Estados. A esta tendencia ha contribuido la 
naturaleza de los derechos y la redacci6n vaga y genérica de las dis-
posiciones que, si bien favorece una interpretación 43 dinámica, difi-
culta, por otro lado, una determinación precisa del contenido de los 
derechos y de las obligaciones, al permitir que los Estados tengan un 
amplio margen de discrecionalidad. 
Finalmente, se debe resaltar que el Pacto debe ser interpretado y 
aplicado a la luz de otros instrumentos universales 44 -de naturaleza 
.¡) Véase DlAZ BARRADO, C. M., FERNÁl'JDEZ LIESA, C. R., Indemnizaciones a 
españoles privados de sus bienes en el extranjero, Cuadernos de Jurisprudencia, Ed. 
Tecnos, Madrid, 1993. 
n Véase GRAVEl\, M., ob. cit., p. 25 . 
.j3 Sobre los principios de interpretación del Convenio véase ALSTON, P., 
QUINN, G ... «The nature and scope of States Parties'obligations under the Internatio-
nal covenant on economic, social and cultural rights», H.R.Q., vol. 9., 1987, pp. 156-
229, 1'1'.160-165 . 
.¡.j El artículo 23 del Pacto indica que «Los Estados Partes en el presente Pacto 
convienen en que las medidas de orden internacional destinadas a asegurar el res-
peto de los derechos que se reconocen en el presente Pacto comprenden procedí-
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convencional o recomendatoria 45-, que han desarrollado el conteni-
do de gran número de los derechos, produciéndose una interacci6n 
de obligaciones 46 y, en menor medida, de normas de naturaleza con-
suetudinaria o de principios generales del derecho, puesto que el De-
recho social internacional es, en su mayor parte, un derecho escrito. 
2.3. Características de las normas universales de protección 
de los derechos económicos, sociales y culturales 
2.3.1. Fundamento y naturaleza 
La fundamentaci6n de los derechos económicos, sociales y cul-
turales encuentra su raíz, tal y como precisan multitud de instru-
mentos internacionales 47, en la dignidad del ser humano 48. Esta di-
miento s tales como la conclusión de convenciones, la aprobación de recomendacio-
nes, la prestación de asistencia técnica y la celebración de reuniones regionales y 
técnicas para efectuar consultas y realizar estudios, organizadas en cooperación con 
los gobiernos interesados». 
",5 Los principales instrumentos de protecci6n universales de los Derechos eco-
nómicos sociales y culturales son, junto a los citados en el texto, así como a los 
aprobados en el marco de la Organización Internacional del trabajo y de la UNES-
CO, los siguientes: La declaraci6n de Teherán de 1968; la declaraci6n sobre el es-
tablecimiento de un nuevo orden econ6mico internacional (ResoluCión 3201 (5-
VI) de la Asamblea General); el programa de acci6n sobre el establecimiento de un 
nueuo orden econ6mico internacional (ResolUción 3202 (S-VI) de la Asamblea Ge-
neral); La declaci6n sobre el progreso y el desarrollo en lo social (ResolUCión 2542 
(XXN) de la Asamblea General); la declaci6n sobre los principios de derecho inter-
nacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperaci6n entre los Estados 
de conformidad con la Carta de Naciones Unidas (Resolución 2625 (XXV) de 
la Asamblea General); la Carta de derechos y deberes econ6micos de los Estados (re-
solución 3281 XXIX, de la Asamblea General); la resoluci6n 3362 (S-VII) de la 
Asamblea General, relativa al desarrollo y la cooperaci6n econ6mica internacio-
nal; la declaraci6n de Filadelfia de 1944, que forma parte de la Constitutción de la 
Organización Internacional del Trabajo; la declaraci6n tripartita de principios sobre 
las empresas multinacionales y la política social, de 1977, aprobada por el Consejo 
de Administración de la OIT; la declaraci6n sobre el derecho al desarrollo, de 1986 
(Resolución 41/128 de la Asamblea General); la declaraci6n y programa de acci6n 
de Viena, de 1993; la declaraci6n de la Cumbre Mundial sobre desarrollo social, 
celebrada en Copenhague los días 6 a 12 de marzo de 1995. 
",6 Véase LOTILLA, R. P. M., «State implementation of the International cO\-enant 
on economic, social and cultural rights», Philippine Law Journal, vol. 61, march 
1986,259-301, pp. 278-281. 
~: Así, entre otros, y por citar uno de los más recientes, el párrafo segundo del 
preámbulo de la Declaraci6n y el programa de acci6n aprobados por la Conferen-
cia Mundial de Derechos Humanos el 25 de junio de 1993, en Viena, indica: «Re-
conociendo y afirmando que todos los derechos humanos tienen su origen en la 
dignidad y el valor de la persona humana (oo.)>> (A/CONF.157/23, 12 de julio de 
1993, p. 2). 
~8 Sobre la dignidad como fundamento del Derecho Internacional de los Dere-
chos Humanos, véase, VILLAN DuRAN, c., Curso de Derecho Internacional de los 
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fícilmente puede darse si los seres humanos no tienen cubiertas sus 
necesidades básicas, esto es, si se deniegan los derechos económi-
cos, sociales y culturales, del mismo modo que si se deniegan los 
derechos civiles y políticos. Es esclarecedora la posición de Ben-
goa 49, que fundamenta los derechos económicos, sociales y cultura-
les en el derecho a la vida, al desarrollo del cuerpo humano y a la 
dignidad de las personas, cuando indica: 
«Si la persona no tiene ingresos, y no puede adquirir comida, pe-
ligra la vida física. Si no se tiene techo, ni acceso a la salud, ni agua 
potable, peligra la vida biológica de las personas. El cuerpo humano 
desaparece. Si no se tiene acceso a la educación no hay comunica-
ción de las personas entre sí, y no se pueden entender los sistemas 
de signos, se está en desventaja para vivir en sociedad. Si no se po-
see cultura, identidad, derecho a una conciencia colectiva, a una reli-
gión, no hay vida espiritual. El ser humano, cuerpo y espíritu indiso-
lublemente anudados, se muere. El derecho a vivir es el derecho a 
conservar sano el cuerpo, por el tiempo que cada cual tiene en este 
planeta. La sanidad es hoy en día para el hombre y la mujer contem-
poránea un concepto complejo, donde se involucran todos los dere-
chos humanos». 
Si partimos del hecho incontestable de que los seres humanos 
no viven en un estado de felicidad derivado de la abundancia, 
como ya señalara Hume, surge como un imperativo de justicia y efi-
cacia el reconocimiento de los derechos económicos, sociales y cul-
turales 50, con objeto de contribuir a asegurar que se vean satisfe-
chas unas necesidades básicas, cuya configuración conceptual, sin 
Derechos Humanos, Institut International des Droits de l'Homme, Strasbourg, 3-28 
de julio de 1995, pp. 37-39; véase también el Informe definitivo presentado por el 
Sr. DAN/LO TURK sobre la realización de los derechos económicos, sociales Ji cultu-
rales, Comisión de Derechos Humanos, C.E.s., Naciones Unidas, E/CN.4/Sub.2/ 
1992/16, 3 de julio de 1992, pár. 26 ss, p. 7 Y ss. 
~9 La realización de los derechos económicos, sociales Ji culturales. La relación 
entre el disfrute de los derechos humanos, en particular de los derechos, económi-
cos, sociales Ji culturales, Ji la distribución de los ingresos. Informe preliminar pre-
parado por el Sr. BENGOA, Subcomisión de prevención de discriminaciones y pro-
tección a las minorías, E/CN.4/Sub. 2/1995/14, 10 de julio de 1995, p. 5. 
50 Como indica Peces-Barba «una de las razones de la necesidad del Derecho 
deriva de esa escasez relativa de bienes, que exige unos criterios de reparto, que 
no son los que derivan de las reglas de la economía, sino que suponen razones 
morales que, en nuestra visión del Derecho son asumidas por el poder y traslada-
das a la organización de la vida social que lo jurídico supone» PECES-BARBA 
l'vIARTíNEZ, G., «Escasez y Derechos Humanos», Problemas actuales de los Dere-
chos Fundamentales, Ed. de J. M. Sauca, Universidad Carlos III de Madrid-Boletín 
Oficial del Estado, Madrid, 1994, pp. 193-213, p. 198; véase del mismo autor «Re-
flections on economic, social and cultural rights», HR.L.j, vol. 2, 1981, pp. 281-
294. 
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embargo, dista mucho de ser nítida e indiscutible 51, dada su cate-
gorización imprecisa y ambigua, tanto terminológica como científi-
camente 52. 
Aun con todo, no cabe dudar ni de su existencia ni de la posi-
bilidad de determinar un contenido mínimo de necesidades bási-
cas, que no cabe definir exclusivamente por referencia a los ele-
mentos mínimos esenciales para la supervivencia, sino que 
incluye, además, la garantía de que todos los seres humanos ten-
gan unas condiciones previas 53 que les sitúen en una igualdad 
de oportunidades 54 de realización personal. Por otro lado, en la 
actual sociedad internacional los derechos económicos, sociales y 
culturales constituyen, como puso de relieve la Cumbre Mundial 
de Copenhague de 1995 55, un factor que contribuye al manteni-
miento de la paz, a la protección del medio ambiente, de la de-
mocracia y, por consiguiente, a la realización de los derechos hu-
manos en su conjunto. 
Pero los rasgos caracterizadores de los derechos económicos, 
sociales y culturales en su configuración estatal 56, la percepción que 
se tiene de los mismos 57, su configuración específica en la sociedad 
internacional descentralizada, la vaga formulación de algunos dere-
chos y las controversias sobre su justiciabilidad 58, han llevado a ne-
S1 Véase ili'\[ÓN ROIG, M., «Fundamentación de los derechos humanos y necesida-
des básicas», Derechos Humanos, Jesús Ballesteros (Ed.), Ed. Tecnos. Madrid, 1992, 
pp. 100-115, p. 101. 
S2 Véase MARTI DE VESES, c., «Normas internacionales relativas a los derechos 
económicos, sociales y culturales», Anuario de Derechos Humanos, 2, Instituto de De-
rechos Humanos, Madrid, marzo de 1993, pp. 277-316, p. 294. 
S3 CONTRERAS, Derechos sociales: TeoJia e ideología, Ed. Tecnos, ?-ladrid, 1994, p. 
82 y ss. 
'S~ En esta línea véase el Informe Bengoa, ibid. 
ss Véase la Declaraci6n de la Cumbre J1undial sobre desarrollo social, 6 al 12 de 
marzo, 1995 Copenhague, Asociación para las Naciones Unidas en España, 1995, en 
especial puntos 4 a 8. 
S6 Indica CONTRERAS (ob. cit., p. 15 Y ss.) que son derechos de prestación, del 
hombre contextualizado, que se basan en la solidaridad comunitaria, siendo de titu-
laridad individual y tendencialmente universales. 
s- Los derechos económicos, sociales y culturales, como han indicado ALS-
TON, P., Y QUINN, G., «<The nature and scope of states parties ... », ob. cit., pp. 
159-160) son comunmente percibidos por comparación a los derechos ciyiles y 
políticos, como derechos que requieren una acción positiva de los gobiernos, 
que están necestiados de una definición precisa, y profundamente influidos por 
su naturaleza ideol6gica. 
S8 En defensa del carácter jurídico de los derechos económicos, sociales y cultura-
les, en el marco de la controversia sobre su justiciabilidad, véase PLANT, R., «A defen-
ce of welfare rights», Economic, social aJld cultural rights, Beddard, R., Hill, D. M., 
(eds.), Macmillan, 1992, pp. 22-45; en la misma publicación colectiva yéase las contri-
buciones de ADDO, M. K., «Justiciability re-examined», (pp. 93-117) Y de HILL, D. M., 
«Rights and their realisation», pp. 1-21. 
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gar su naturaleza jurídica 59 de derechos 60, siendo calificados por 
parte de la doctrina como meras aspiraciones 61. Los negadores del 
carácter jurídico de los derechos se ven alentados por las dificulta-
des existentes para la determinación del contenido preciso de las 
obligaciones y de los derechos 62, que es dinámico y evolutivo, pero 
dificílmente podrán apoyarse en la naturaleza de los derechos. En 
este contexto debe recordarse que la progresividad se refiere a la 
realización de los derechos, pero no a las obligaciones de los 
Estados partes que, en cuanto tales, constituyen compromisos jurí-
dicos que exigen medidas que deben adoptarse en un plazo razo-
nable 63. 
Buena prueba de la relevancia de la controversia sobre la natu-
raleza de los derechos es la contraposición, hoy en día superada 
doctrinal mente , entre dos concepciones de los derechos huma-
59 Sobre las dificultades para la caracterización jurídica de los derechos, véase, El 
derecho a una alimentación adecuada como derecho humano, Centro de Derechos 
Humanos, :\aciones Unidas, 1989, pp. 11 Y ss. Véase también PRIETO SANCHIS, L., 
Estudios sobre derecIJosfundamentales, Ed. Debate, Madrid, 1990, pp. 43-52. 
60 Bien es cierto que, como indica Nikken (NIKKEN, P., La protección internacio-
nal de los Derechos Humanos. Su desarrollo progresivo, Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos, Ed. Civitas, Madrid, 1987, p. -+5) podría considerarse que, en cier-
to sentido son derechos programas. En el mismo sentido los profesores Díez de 
Velasco y Sobrino Heredia manifiestan el carácter incitativo del Derecho internacional 
de los derechos humanos de contenido socioeconómico, configurado por normas pro-
gramáticas, incitativas o promocionales, lo que los configura como derechos programa 
(DiEZ DE VELASCO, M., SOBRINO HEREDIA, J M., «La política social internacional», 
ob. cit, p. 31 Y p. 67.) 
61 Véase las críticas a esta posición en HAUSERtV1ANN, J, aún cuando no comparti-
mos su posición filosófica iusnaturalista, "The realisation and implementation of eco-
nomic, social and cultural rights», Eco71omic, social and cultural rights, Beddard, R., 
Hill, D.M., (eds.), MacMillan, 1992, pp. -+7-73, en especial, p. 49 Y ss. 
62 Como señala ]ACQUART, M., (ob. cit., p. 1156) "Si la naturaleza indivisible 
e interdependiente del conjunto de los derechos definidos en los pactos ha sido 
constantemente afirmada por los diversos órganos internacionales encargados de 
su aplicación, en la práctica nacional e internacional, el respeto de este axioma 
falla cruelmente. Muchas razones han sido avanzadas para justificar este estado 
de cosas, y fundamentalmente el hecho de que las definiciones relativas al conte-
nido de diyersos derechos económicos, sociales y culturales así como las obliga-
ciones específicas que incumben a los Estados en cuando a su realización son 
extremadamente vagas». Por otro lado, véase una explicación extensa de las in-
terpretaciones que cabe otorgar a las causas de la dil'isión o dicotomía de los 
derechos humanos en el Informe definitivo presentado por el Sr. Danilo TURK, 
relator especial de la Subcomisión de prevención de discriminaciones y protec-
ción a las minorías, sobre la Realización de los derechos económicos, sociales y 
culturales, Consejo Económico y Social, Naciones Unidas, E/CN.'±/Sub.2/1992/16, 
3 de julio de 1992, pp. 1-11. 
63 Véase la Obserl'ación general n.o 3 (1990) del Comité de Derechos económi-
cos, sociales Ji culturales. La índole de las obligaciones de los Estados partes (pár. 1 
del arto 2 del Pacto), Informe sobre el quinto período de sesiones, CES, Doc. Ofi-
ciales, suplemento nO 3, Naciones Unidas, 1991, pp. 86-90, punto 1. 
71 
nos 64, según se defendiese su indivisibilidad o bien, por el contra-
rio, se optase por considerar que no todos los derechos humanos 
tienen la misma naturaleza jurídica. Si bien es cierto, como ha pues-
to de relieve gran parte de la doctrina, que la protección de los de-
rechos humanos ha recorrido diversas etapas, en una dinámica que 
históricamente ha ido de la protección de los derechos civiles y po-
líticos a la protección de los derechos económicos, sociales y cultu-
rales, así como que existe una triple categoría de derechos -las de-
nominadas tres generaciones de derechos 65- no por ello cabe 
rebatir el carácter jurídico de los derechos. 
Ello no obstante, en los Pactos del 1966 subyacía una dicoto-
mía 66, basada en la diferencia existente, según unos, en el carácter 
de los derechos (Derechos de aplicación inmediata y derechos de 
aplicación progresiva) y, según otros, en los medios necesarios para 
lograr su realización. Pero la dicotomía se ha visto superada por el 
reconocimiento y la reafirmación de la indivisibilidad desde la Con-
ferencia de Teherán de 1968 67 hasta la Declaración de Viena 
(1993) 68. Sin embargo, la formulación unitaria de los derechos por 
6~ Véase sobre esta conocida problemática VAN BOVEN, T., «Criterios distintivos 
de los derechos humanos», Las dimensiones internacionales de los Derechos Hu-
manos, vol. 1, VASAK, K., (Ed), UNESCO, 1984, pp. 86-94; CANCADO TRINDADE, 
A., «La protección internacional de los Derechos económicos, sociales y culturales», 
Estudios Básicos de Derechos Humanos .. tomo 1, Instituto Interamericano de Dere-
chos Humanos, Comisión Europea, San José, 1994, pp. 40-51; CARRILLO SALCEDO, 
J. A., Soberanía de los Estados J' Derechos Humanos en Derecho internacional con-
temporáneo, ob. cit., pp. 16-20. MARTI DE VESES, c., «Normas internacionales rela-
tivas a los Derechos económicos, sociales y culturales», Anuario de Derechos Hu-
manos, 2, Madrid, marzo de 1983, pp 307 Y ss.; DÍEZ DE VELASCO, M., SOBRINO 
HEREDlA, ]. M., «La política social internacional», ob. cit., 26-31; JACQUART, M., 
«Droits économiques, sociaux et culturels», ob. cit., p. 1156; VILL-\'¡'\J DU~'\J, c., 
«Significado y alcance de la universalidad de los derechos humanos en la declara-
ción de Viena», R.E.DI, 1994, n.o 2. 
6ó La clásica distinción entre derechos civiles y políticos; derechos económicos, 
sociales y culturales; derechos de solidaridad. Vid., por ejemplo, DÍEZ DE VEL<\SCO, 
M., SOBRINO HEREDlA,]. M., ob. cit., pp. 26-27. 
66 CANCADO TRINDADE, A. A., «La protección internacional de los derechos 
económicos, sociales y culturales», ob. cit. p. 39 Y ss. 
6' Por otro lado múltiples Resoluciones de la Asamblea General de Naciones 
Unidas han reafirmado la indiyisibilidad de los Derechos Humanos. Véase la 32/ 
130 (1977), la 39/145 (1984), 41/117 (1986) Ji la 48/141 (1993). 
68 En el punto 5 de dicha declaración se indica que: «Todos los derechos huma-
nos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí. La 
Comunidad internacional debe tratar los derechos humanos en forma global y de ma-
nera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso. Debe 
tenerse en cuenta la importancia de las particularidades nacionales y regionales, así 
como de los diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos, pero los Estados 
tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas políticos, económicos y culturales de 
promover y proteger todos los derechos humanos y libertades fundamentales». 
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Naciones Unidas 69 se enfrenta al reto de su aplicación, donde 
aparecen problemas de difícil solución, entre los que cabe destacar 
los relativos a la realización de los derechos económicos, sociales y 
culturales, en el ámbito nacional e internacional, de un lado, así 
como la clarificación de los criterios de determinación del incumpli-
miento de las obligaciones y de su contenido, de otro. 
2.3.2. El alcance de las obligaciones de los Estados partes del Pacto 
de Derechos económicos, sociales y culturales de 1966 
Como hemos señalado, debido al carácter genérico de las dispo-
siciones, no es sencillo determinar el incumplimiento de las obliga-
ciones establecidas en el Pacto de 1966. Esta dificultad condujo a 
que tanto la doctrina 70 como el propio Comité 71 de Derechos eco-
nómicos, sociales y culturales se preocupasen de interpretar el al-
cance de las obligaciones de los Estados partes sobre la base, fun-
damentalmente, del alcance del art. 2.1 ~2 del Pacto. 
Sobre la naturaleza de las obligaciones el Comité 73 ha indicado 
que «incluyen tanto lo que cabe denominar obligaciones de com-
portamiento como de resultado» e, incluso, algún autor 74 considera 
que el art. 2.1 constituye un mixto de ambos tipos de obligaciones. 
69 Sobre las actitudes cambiantes de Naciones Unidas, en esta cuestión, véase 
el Informe definitivo del Sr. Danilo Türk sobre la realizaci6n de los derechos econ6-
micos, sociales y culturales, ob. cit., pár. 20, p. 6 y ss.; vid. también el Informe preli-
minar del Sr. Danilo TURK. El nuevo orden econ6mico internacional y la promoci6n 
de los derechos humano~~ E/CN.4/Sub.2 11898/19, 28 de junio de 1989, pp. 3-1l. 
-o Véase «Symposium: The implementation of the Internacional covenant on eco-
nomic, social and cultural rights», H.R.Q., vol. 9., 1987, pp. 121-135; ALSTON, P., 
QUINN, G., «The nature and scope of states parties' obligations under the internatio-
nal covenant on economic, social and cultural rights», H.R.Q., vol. 9, 1987, pp. 156-
229; DANKWA, E. V. O., FLINTERMAN, e., «Commentary by the rapporteurs on the 
nature and scope of states parties' obligations», H.R.Q., "01. 9., 1987, pp. 136-155; 
DANKWA, E. V. O., «Working paper on article 2(3) of the International covenant on 
economic, social and cultural rights», H.R.Q., vol. 9. 1987, pp. 230-249; KLERK, Y, 
«Working paper on article 2(2) and artide 3 of the International coyenant on econo-
mic, social and cultural rights», H.R.Q., vol. 9.,1987, pp. 250-273; LOTILLA, R. P. M., 
«State implementation of the International covenant on economic, social and cultural 
rights», PhilipPine LawJournal, vol. 61, march 1986, pp. 259-30l. 
-1 Véase la obsermci6n general nO 3 (1990). La índole de las obligaciones de los 
Estados partes (pár. 1 del art. 2 del pacto), CDESe. Informe sobre el quinto periodo 
de sesiones, CES, Doc. oficiales, suplemento n.O 3, Naciones Unidas, 1991, pp. 86-90. 
72 Que indica: «Cada uno de los Estados partes en el presente pacto se compro-
meten a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la coo-
peración internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de 
los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios 
apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena 
efectividad de los derechos aquí reconocidos.» 
73 Observación general n.O 3, ob. cit., punto l. 
-4 GRAYEN, M., ob. Cít., pp. 106 Y ss. 
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Dejando a un lado esta polémica, así como la relativa a la distinción 
entre obligaciones de respetar, de proteger y de asegurar los dere-
chos, conviene desbrozar la disposición, en su conexión con las 
restantes, para delimitar las específicas obligaciones estatales. 
El primer compromiso, la obligación de adoptar medidas es de 
«efecto inmediato 75, no estando condicionada o limitada por otras 
disposiciones». No se trata, por consiguiente, de una obligación de 
naturaleza progresiva, aun cuando la plena realización de los dere-
chos se logre paulatinamente. Y es que, como sel'íala el Comité, «las 
medidas tendentes a lograr este objetivo deben adoptarse dentro de 
un plazo razonablemente breve tras la entrada en vigor del pacto 
para los Estados interesados. Tales medidas deben ser deliberadas, 
concretas y orientadas lo más claramente posible hacia la satisfac-
ción de las obligaciones reconocidas en el pacto» 76. 
Cierto es que, como se indica en el artículo, la plena efectividad 
de los derechos se logra progresivamente. Pero este concepto de 
progresiva efectividad no es sino el «reconocimiento del hecho de 
que la plena efectividad de todos los derechos económicos, sociales 
y culturales en general no podrá lograrse en un breve periodo de 
tiempo» 77, exceptuando aquellos que son de inmediata realiza-
ción, esto es, que se pueden lograr con medidas de adopción inme-
diata, como ocurre con los arts. 2.2, 3 78 , 7.a.i 79, 880, 10 81 , 13.2.a., 3 
-ó Observación general n.O 3 (1990) del CDESC, ob. cít., punto l. Como indica 
NIKKEN (La protección internacional de los derechos humanos. Su desarrollo pro-
gresivo, ob. cit., p. 311) «Cuando un Estado se compromete a través de un tratado 
a garantizar determinados derechos a las personas bajo su jurisdicción, está asu-
miendo una obligación inmediatamente exigible, de manera que si esos derechos 
son violados por un hecho imputable a ese Estado, también se está üolando el tra-
tado. Sólo excepcionalmente, en el caso de algunos de los derechos económicos, 
sociales y culturales, puede considerarse que las obligaciones contraídas por los 
estados son exigibles de manera progresiva y en la medida de los recursos existen-
tes, lo cual, ni siquiera en ese caso, modifica su naturaleza como deber jurídico, 
cuya inobsen-ancia, por parte de un Estado que lo ha asumido como tal, debe ser 
tenida como ilícita». 
-6 Observación general n.O 3 (1990) del CDESC, ob. cít., punto 2. 
-e Observación general n.o 3 (1990) del CDESC, ob. cit., punto 9. 
-8 El artículo 2.2 indica que «Los Estados partes en el presente pacto se com-
prometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian sin discri-
minación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política 
o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cual-
quier otra condición social». Yel art. 3 sel1ala que «Los Estados pares en el presen-
te pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a go-
zar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el 
presente Pacto». 
-9 Que reconoce el derecho de toda persona a un salario equitati\'o e igual por 
trabajo de igual valor, sin distinción de ninguna especie 
NO Que reconoce el derecho de toda persona a fundar sindicatos. 
NI Que obliga a los Estados, entre otras cosas, a establecer límites de edad por 
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y 4 82 Y 15.3 83 . Para el resto de las disposiciones del Pacto se impo-
ne una obligaci6n de proceder lo más expedita y eficazmente posi-
ble. Por otro lado, la progresividad implica que la adopción de me-
didas que supongan una regresi6n en la realización de los 
derechos, deben justificarse plenamente en relación al conjunto de 
los reconocidos en el Pacto 84, en el contexto de la situación econó-
mica y del aprovechamiento de los recursos de que se dispone. 
Sin embargo, al introducir en el art. 2.1 la frase hasta el máximo 
de los recursos de que disponga se reconoce la vinculación de los 
derechos con la existencia de recursos económicos, aún cuando se 
pueda afirmar que, en el ámbito internacional, existen recursos sufi-
cientes para garantizar la realización de los derechos de todas las 
personas 85. Los recursos de que dispone un Estado no se limitan a 
los internos, sino que incluyen los derivados de la cooperación in-
ternacional, tal y como se deduce del inciso tanto por separado 
como mediante la asistencia y la cooperaci6n internacionales, así 
como de la lectura de los artículos 11 86, 15 87 , 22 88 Y 23 89. 
debajo de los cuales queda prohibido y sancionado por ley el empleo a sueldo de 
mano de obra infantil. 
H2 Que establece que la enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a 
todos gratuitamente (véase, sin embargo, el arto 14), así como la libertad de los pa-
dres de elegir la escuela de los hijos y de dirigir instituciones de enseñanza que se 
ajusten a las normas mínimas que prescribe el Estado. 
83 Que obliga a los Estados a «respetar la indispensable libertad para la investi-
gación científica y para la actiYidad creadora». 
S-i En este sentido el artículo 4 indica que el Estado podrá someter tales dere-
chos «únicamente a limitaciones determinadas por ley, sólo en la medida compati-
ble con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el 
bienestar general en una sociedad democrática». Véase asimismo la Observación 
General nO 3 (1990) del CDESC, ob. cit., pár. 9. 
ss Como indica CONTRERAS PELÁEZ (Cfr., ob. cit., p. ll5 Y ss.) «si ampliamos 
nuestra mirada desde el contexto estatal al internacional llegaremos a la conclusión 
de que el mundo actual posee capacidad técnica y recursos económicos más que 
suficientes para satisfacer las necesidades elementales de todos los hombres»_ 
s6 Artículo 1l.1: «(. .. ) Los Estados partes tomarán medidas apropiadas para ase-
gurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia 
esencial de la cooperaci6n internacional fundada en el libre conselltimiento». 
8- Artículo 15.4: «Los Estados partes en el presente pacto reconocen los benefi-
cios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperaci6n y de las relaciones in-
ternacionales en cuestiones científicas y culturales.» 
88 El artículo 22 set'iala que «El Consejo Económico y Social podrá señalar a la 
atención de otros órganos de Naciones Unidas, sus órganos subsidiarios y los 
organismos especializados interesados que se ocupen de prestar asistencia técnica, 
toda cuestión surgida de los informes a que se refiere esta parte del pacto que pue-
da servir para que dichas entidades se pronuncien, cada una dentro de su esfera de 
competencia, sobre la conveniencia de las medidas internacionales que puedan con-
tribuir a la aplicación efectiva \' progresiva del presente pacto». 
89 «Los Estados partes en el presente pacto convienen en que las medidas de 
orden internacional destinadas a asegurar el respeto de los derechos que se recono-
cen en el presente pacto comprenden procedimientos tales como la conclusión de 
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El problema radica, sin embargo, en que las normas generales 
de Derecho internacional no establecen una obligación de prestar 
ayuda a cargo de los países ricos, frente a los países en los que no 
se ven realizados los derechos económicos, sociales y culturales por 
falta de recursos, aún cuando se afirme la existencia de una obliga-
ción general de cooperar al desarrollo. En sentido inverso, cabe 
plantearse si un Estado que no garantiza los derechos no estaría in-
cumpliendo el Pacto si rechazase la asistencia internacional, a pesar 
de lo establecido en el art. 11. 
En este contexto, el C.D.E.S.C. considera que su función princi-
pal es «alentar a que se hagan mayores esfuerzos por fomentar los 
derechos económicos, sociales y culturales» 90 en el marco de las 
actividades de cooperación internacional para el desarrollo realiza-
das por Naciones Unidas y sus organismos o con su asistencia. 
Además, entiende que se deben tener en cuenta dos principios ge-
nerales: «los derechos humanos son indivisibles e interdependien-
tes 91; no se puede concluir automáticamente que cualquier activi-
dad de cooperación para el desarrollo vaya a contribuir a fomentar 
el respeto de los derechos económicos, sociales y culturales.» 
La limitación de los derechos derivada de la existencia de recur-
sos no es absoluta, y los Estados partes, en cualquier circunstancia 
económica, tienen la obligaci6n de asegurar un estándar míni-
mo 92. Como indica el Comité: 
«si el Pacto se ha de interpretar de tal manera que 110 establezca 
una obligación mínima carecería en gran medida de su razón de 
ser. Análogamente, se ha de adyertir que toda enluación en cuanto a 
si un Estado ha cumplido su obligación mínima debe tener en cuen-
ta también las limitaciones de los recursos que se aplican al país de 
que se trata. Para que cada Estado pueda atribuir su falta de cumpli-
miento de las obligaciones mínimas a una falta de recursos disponi-
bles, debe demostrar que ha realizado todo esfuerzo para utilizar 
todos los recursos que estén a S1l disposición en un esfuerzo por satis-
facer con carácter prioritario esas obligaciones mínimas. Aunque se 
demuestre que los recursos disponibles son insuficientes sigue en pié 
conyenciones, la aprobación de recomendaciones, la prestación de asistencia técni-
ca y la celebración de reuniones regionales y técnicas, para efectuar consultas y re-
alizar estudios, organizadas en cooperación con los gobiernos interesados.» 
90 Observaci6n general n.o 2 (1990), .Hedidas internacionales de asistencia téc-
nica (artículo 22 del Pacto), CDESC, CES, Doc. Oficiales 1990, suple. n.O 3, l\acio-
nes Unidas, pp. 92-95, p. 92, punto 3. 
91 Lo que implica, a juicio del Comité, que los organismos especializados deben 
evitar participar en proyectos que no garanticen los derechos y, además, deben ha-
cerse los defensores de los proyectos y métodos que contribuyan a potenciar el dis-
frute de todo el abanico de derechos humanos. Observación general n.o 2 (1990), 
ob. cit., p. 93, punto 6. 
92 Observación general nO 3 (1990), ob. cit., punto 10. 
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la obligación de que el Estado parte se empeiie en asegurar el diifru-
te míÍs amplio posible de los derechos pertinentes dadas las circuns-
tancias reinantes. Más aún, de ninguna manera se eliminan, como re-
sultado de las limitaciones de los recursos, las obligaciones de l'igilar 
la medida de la realización o, más específicamente, de la no realiza-
ción de los derechos y de elaborar estrategias JI programas para su 
promoción» 93. 
Todo ello lleva a plantear si existe un contenido mínimo de ne-
cesidades básicas objetivamente determinable. Desde un punto de 
vista general, como ha señalado Contreras 94, cabe defender la vera-
cidad incuestionable de la existencia de algunas necesidades bási-
cas, pero no es fácil concluir con su exhaustiva identificación. Así, 
el llamado objetivismo necesidológico incluye la conciencia de su 
provisionalidad, flexibilidad, elasticidad o mutabilidad. y es que la 
variabilidad de las necesidades se va desarrollando conforme evolu-
ciona la sociedad, dado que tiene un componente histórico que in-
cluye ciertas dosis de acuerdo. 
En la sociedad internacional no hay duda de que cada uno de 
los derechos económicos, sociales y culturales tiene un mínimo 
contenido básico identifi'cable que no puede reducirse so pretexto 
de las diferencias razonables permitidas 95. Si el contenido normati-
vo de los derechos no existiese no cabría hablar de derechos 96. Sin 
embargo, la dificultad para elaborar un listado de necesidades obje-
tivas y, aún más, para determinar el contenido concreto y preciso 
de cada derecho deriva, muy especialmente, del carácter histórico 
del estándar mínimo 97. 
93 Observación general n.O 3 (1990), ob. cit., puntos 10, 11 Y 12. 
9~ Cfr. CONTRERAS PELÁEZ, F.]., ob. cit p., 86 Y ss. 
95 Informe preliminar preparado por Danilo Türk. Realizaci6n de los derechos 
econ6micos, sociales y culturales. El lluevo orden econ6mico internacional y la 
promoci6n de los Derechos Humanos, Subcomisión de prevención de discriminacio-
nes y protección a las minorías, Naciones Unidas, E/CN.4/Sub.2/1989/19, 28 de ju-
nio de 1989. pp. 8-9 
96 Como señala ALSTON, P., «<Out of the abyss ... », ob. cit., p. 352) «no se justi-
ficaría elevar una reivindicación a la categoría de derecho (con todas las connota-
ciones que, por lo general, se supone que tiene el concepto) si su contenido nor-
mativo fuera tan indeterminado como para admitir la posibilidad de que sus titulares 
no tuvieran derecho a nada en concreto. En consecuencia, cada derecho tiene que 
conferir una facultad mínima absoluta en ausencia de la cual ha de considerarse 
que un Estado parte incumple sus obligaciones». 
97 Bengoa pone un ejemplo en el derecho a la educación al indicar que: «Hoy 
en día para vivir y participar en el mundo contemporáneo es preciso tener acceso a 
la lectura, a la escritura y a los principales códigos simbólicos del mundo. El dere-
cho a la educación se ha concretado en mínimos exigibles, que no son los mismos 
de hace unas décadas». Informe preliminar preparado por el Sr. ]. BENGOA, sobre 
La relaci6n entre el disfrute de los derechos humanos, en particular de los derechos 
econ6micos, sociales Ji culturales, y la distribuci6n de los ingresos, Consejo Econó-
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A pesar de esta variabilidad se ha intentado establecer ciertos 
criterios de determinaci6n del contenido mínimo, mediante la pro-
fundización en la utilización de los indicadores 98, a pesar de que, 
en la actualidad, tengan todavía un grado de desarrollo y una utili-
dad muy limitada para cumplir con ese objeti\'o 99. Bengoa 100, en su 
Informe, propone los siguientes criterios: i) los derechos econ6mi-
cos, sociales y culturales constituirían el mínimo necesario para ga-
rantizar el ejercicio real de los derechos civiles y políticos. ii) De 
otro lado la creciente globalizaci6n de la economía y de la socie-
dad mundial estaría provocando una creciente integraci6n que 
tiende a globalizar los mínimos exigibles en todos los derechos. Ello 
no obstante los mínimos absolutos están relacionados con los facto-
res de integraci6n social de cada sociedad en particular 101. 
iii) Existen grados de desigualdad intolerable, que aún no han sido 
determinados, pero en los que cumple una función particular el 
mico y Social, Subcomisión de prevención de discriminaciones \- protección a las 
minorías, E/CN.4/Sub.2/1995 114, 10 de julio de 1995, p. 10. Vid. también la Resolu-
ción 199530 de la Subcomisión de prevención de discriminaciones y protección a 
las minorías relativa a Los derechos humanos J' la distribuci6n de los ingresos, Con-
sejo Económico y Social, Naciones L'nidas, E/CN.4/Sub. 2/1995/ L. 11/ Add. 6, 25 
de agosto de 1995, pp. 9-12. 
9H Como ha señalado Türk, la palabra indicador se refiere a los «datos estadísti-
cos mediante los cuales se trata de determinar o indicar las circunstancias que pre-
valecen en un lugar y en un momento determinados. Los indicadores pueden ser 
un instrumento para medir la realización de los derechos, un método para determi-
nar las dificultades o problemas con que tropiezan los Estados, y para contribuir al 
desarrollo del contenido básico de los derechos económicos, sociales y culturales». 
Informe sobre la marcha de los trabajos, preparado por el Sr. ITRK, D., El nuel'O 
orden ecoll6mico internaciolZal y la promoci6n de los derechos bumanos, E/CN.4/ 
Sub.2/1990!19, 6 de julio de 1990, p. :3 Y ss. 
99 Del 25 al 29 de enero de 1993 se celebró un Seminario sobre los indicadores 
(Informe del Seminario sobre los indicadores apropiados para medir los avances 
en la realizaci6n progresiva de los derechos econ6micos, sociales.1' cultura/es, Gine-
bra, A/CONF.157/PC/73, 21 de abril de 1993, p. 41 Y ss.) que concluyó que, antes 
que nada, era prioritario identificar y esclarecer el contenido de los diversos dere-
chos y obligaciones. Sólo entonces sería posible identificar la forma más adecuada 
de evaluar el logro progresiYo, que puede entrafíar o no el uso de indicadores esta-
dísticos. Se llego a la conclusión de que era necesaria una labor adicional para 
a) establecer la naturaleza, el alcance y el contenido de los derechos concretos 
enumerados en el pacto; b) definir con mayor precisión el contenido de los dere-
chos, así como de las obligaciones básicas inmediatas de los Estados partes de ase-
gurar la satisfacción, cuando menos, de los niveles mínimos esenciales de cada uno 
de estos derechos; c) identificar las medidas inmediatas que deben adoptar los 
Estados partes para facilitar el cumplimiento de sus obligaciones legales de cara a la 
plena realización de estos derechos, incluso el deber de garantizar el respeto de los 
derechos mínimos de subsistencia para todos. 
100 Informe preliminar preparado por el Sr.]. BENGOA, ob. cit., p. 10 Y ss. 
JOI Como señala BENGOA, ibid., p. 13, «una sociedad muy pobre, con un alto 
grado de solidaridad interna podrá tender a satisfacer los derechos económicos, so-
ciales y culturales, como así ocurre con los pueblos indígenas». 
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análisis de la distribución de los ingresos a nivel internacional y na-
cional, como principales indicadores de integración social y del 
cumplimiento de los mínimos exigibles en los derechos económi-
cos, sociales y culturales. 
Otra cuestión a clarificar es la definición de las medidas que los 
Estados partes deben adoptar para dar cumplimiento a sus obliga-
ciones. El art. 2.1 nos da los siguientes indicios: por todos los me-
dios aproPiados, inclusil'e en particular la adopción de medidas le-
gislativas. De esta terminología se deduce que los Estados tienen 
un margen de discrecionalidad en la elección de las medidas que 
pueden adoptar, que incluyen un abanico no cerrado, entre las que 
cabe destacar, las medidas de carácter administrativo, financiero, 
educacional y social. La discrecionalidad del Estado se ve reforzada 
por la neutralidad del convenio en relación con los sistemas políti-
cos y económicos 102. 
La referencia a la adopción en particular de medidas legislativas, 
que pueden ser nacionales o internacionales 103, se interpreta 10-., en 
el sentido de que es el método preferido por el Pacto, aun cuando 
no sea el método exclusivo. Además, es un método imprescindible 
para la realización de algunos derechos lOS, bien sea por la edición 
de normas o por la inaplicación de normas nacionales contrarias a 
los derechos consagrados en el Pacto. 
102 Como indica e! Comité «El compromiso de adoptar medidas ni exige ni ex-
c!m-e que cualquier tipo específico de gobierno o de sistema económico pueda ser 
utilizado como vehículo para la adopción de las medidas ele que se trata, con la 
única sah-edad ele que todos los derechos humanos se respeten en consecuencia. 
Así pues, en lo que respecta a sistemas políticos \' económicos e! Pacto es neutral y 
no cabe describir lealmente sus principios como basados exc!usi\-amente en la ne-
cesidad o conveniencia de un sistema socialista o capitalista, o de una economía 
mixta, de planificación centralizada o basada en e! laissez faire, o en ningún otro ti-
po de planteamiento específico. El Comité reatlrma que los derechos reconocidos 
en el Pacto pueden hacerse efectivos en el contexto de una amplia variedad de sis-
temas económicos y políticos, a condición únicamente de la interdependencia e in-
diyisibilidad de los dos conjuntos de derechos humanos e .. »>. Obsen'aci6n general 
n. " 3 (1990) elel CDESC, ob. cit., punto 8. 
103 Así, en e! artículo 23 del Pacto se indica que «Los Estados Partes en e! pre-
sente Pacto convienen en que las medidas de orden internacional destinadas a ase-
gurar el respeto de los derechos que se reconocen en el presente pacto compren-
den procedimientos tales como la conclusión de convenciones, la aprobación de 
recomendaciones (. .. )>>. 
104 Véase ALSTON, P., QUI0rN, G., «The nature and scope of States Parties'obliga-
tions under the International covenant on economic, social and cultural rights», ob. 
cit., pp. 166172. 
10\ Como indica e! Comité las medidas legislativas son indispensables, por ejem-
plo, en la lucha contra la discriminación, en esferas como la salud, la protección de 
los niños y las madres, en e! ámbito de la educación, así como por lo que respecta 
a los derechos laborales (arts. 6 a 9). Obsen J«ci6n general n." 3 (1990) de! CDESC, 
ob. cit., punto 3. 
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Pero la discrecionalidad del Estado tiene límites que contribu-
yen a diseñar los perfiles de la obligación genérica de adoptar me-
didas, aun cuando sea difícil para el Comité determinar, si se adop-
tan medidas, que no son las apropiadas. En este sentido, cuando 
los Estados cumplan su obligación de presentar informes sobre las 
medidas que hayan adoptado, y los progresos realizados, de confor-
midad con el arto 16, deben indicar en «qué se basan para conside-
rar que tales medidas son las más apropiadas» y, en último término, 
corresponde al Comité determinar si se han adoptado o no todas 
las medidas apropiadas 106, por lo que éste tiene un poder de revi-
sión en la calificación del carácter apropiado de las medidas, aún 
cuando no le corresponda imponer a los Estados la adopción de 
medidas determinadas. 
Estos límites a la discrecionalidad derivan tanto de indicaciones 
del propio pacto como de la interpretación que del mismo ha reali-
zado el Comité. Por lo que respecta a los límites reseñados en el 
Pacto, de algunas disposiciones -arts. 6.2 107, 10.2 108, 10.3 109, 11.2, 
a y b 110, 12.2 lll, 13.2 112 Y 15.2 113 - se deducen los métodos que 
deben adoptar los Estados para proceder a su cumplimiento. Por lo 
que respecta a los límites que ha puesto de relieve el Comité ll~, ca-
be destacar que, con anterioridad a la adopción de las medidas, los 
106 Obserl'ací6n general n.o 3 (1990), ob. cít., pár. 3. 
10
7 Que indica que «entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los 
Estados partes en el presente pacto para lograr la plena efectividad de este derecho, 
deberá figurar la orientación ,. formación técnico-profesional, la preparación de pro-
gramas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico, social 
y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que garanti-
cen las libertades políticas y económicas fundamentales de la personas humana». 
10R Al disponer que durante un periodo de tiempo razonable con anterioridad y 
posterioridad al Pacto «a las madres que trabajen se les debe condecer licencia con 
remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social». 
109 «Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de 
los niños y adolescentes ( ... )>>. 
110 «Los Estados partes c. .. ) adoptarán indiYidualmente y mediante la coopera-
ción internacional, las medidas, incluidos programas concretos que se necesitan 
para a) mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimen· 
tos c. .. ) y b) asegurar una distribución equitatiya de los alimentos mundiales en re-
lación a las necesidades c. .. »>. 
111 «Entre las medidas que deberán adoptar los Estados partes en el Pacto a fin 
de asegurar la plena efectividad de este derecho (Derecho de toda persona al dis-
frute del más alto nivel posible de salud física y mental) figurarán las necesarias 
para c. .. »>. 
m <,Los Estados partes reconocen que, con objeto de ligrar el pleno ejercicio de 
este derecho (Educación) c. .. »>. 
113 «Entre las medidas que los Estados Partes en el presente pacto deberán 
adoptar para asegurar el pleno ejericcio de este derecho figurarán las necesarias 
para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura». 
11"1 Véase GRAVEN, ob. cít., p. 117 Y ss. 
80 
Estados deben realizar una evaluación de la realización de los dere-
chos, sobre la base de los indicadores nacionales e internacionales, 
con objeto de diseñar los programas y las políticas teniendo en 
cuenta que es necesario que, en el desarrollo social, se produzca 
una participación democrática y que, además, esté muy especial-
mente orientado a la protección de las personas y grupos más des-
fa,'orecidos de la sociedad, que son los sectores más afectados por 
los cambios y, hoy en día, por el auge del neoliberalismo. 
2.4. El control de aplicación del Pacto de Derechos 
económicos, sociales y culturales de 1966 
2.4.1. Creaci6n, naturaleza y funcionamiento del Comité de Dere-
cbos econ6micos, sociales y culturales 
El Pacto de Derechos económicos, sociales y culturales establece 
un mecanismo de superz'isi6n tenue]]') y clásico 116, al ser respetuo-
so con la idea de la cooperación interestatal, a pesar de que, como 
veremos posteriormente, la práctica -el Comité ha examinado 108 
informes hasta 1995- ha superado una concepción inicialmente 
restrictiva de las funciones de control. 
Si bien el sistema diseñado es oscuro, al no dilucidarse plena-
mente las funciones y los poderes de control lI -, todo él gira en tor-
no a la obligaci6n que tienen los Estados de presentar informes so-
bre las medidas que hayan adoptado y los progresos realizados con 
lló En este sentido VILLÁN DURÁN, c., ob. cit., p. 159; DÍEZ DE VELASCO, M., 
SOBRINO HEREDlA, ]. M., ob. cit., p. 145; SZABO, 1., «Fundamentos históricos de 
los derechos humanos y desarrollos posteriores», Las dimensiones internacionales 
de los derechos humanos, vol. 1., Vasak. K., (Ed), Serbal/L'NESCO, 1984, pp. 36-74, 
en especial, pp. 68-71. 
116 Véanse los diferentes mecanismos de control en el ámbito de la protección 
internacional de los Derechos humanos, así como los procedimientos y caracteres 
en VILLÁN DURÁN, c., ibid.; Sobre su evolución y significado, RA1vICHARAl'\!, B. G., 
«The concept of protection in the International Law of Human rights», Internatio-
nal Law at a time ofperplexi(jI. Essays in honol/r of Shabtai RoseJlne, Martinus Nij-
hoff Publishers, 1989, pp. 593-621; Y sobre la noción de control internacional MARI-
ÑO MENÉl'\DEZ, F. i\1., Derecbo Intemacional público. (Parte genera!), Ed. Trotta, 
Madrid, 2-" ed., 1995, pp. 399-413. 
W Véase sobre Jos trabajos preparatorios en cuanto al sistema de supervisión 
del Pacto: ALSTON, P., «Out of the abyss: The challenges confronting the new U.N. 
Committee on Economic, social and cultural rights», H.R.Q., vol. 9, 1987, pp. 332-
381, en especial 335,349; GRAVEN, M., ob. cit., p. 35 Y ss.; TURP, D., «Le controle 
du respect du Pacte international relatif aux droits économiques, sociaux et cultu-
rels», Mélanges M. Virally. Le Droit intemational au sert'ice de la paix, de la justice 
et du dél'eloppement, Ed. A. Pedone, París, 1991, pp. 465-481; GHERARI, H., «Le 
Comité des droits économiques, sociaux et culturels», R.G.D.lP., 1992, pp. 75-102. 
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la finalidad de asegurar el respeto de los derechos reconocidos (art. 
16.1), recayendo la función supervisora en el Consejo Económico y 
Social (art. 16.2) -a diferencia de otros convenios, en los que se 
había creado un órgano nuevo 118_ y, en menor medida, en los or-
ganismos especializados (art. 16.2.b), así como en la Comisión de 
Derechos Humanos (art. 19). 
Desde la tardía entrada en vigor del convenio se reforzó el me-
canismo de control del Pacto, mediante una evolución institucional 
que se inicia el 11 de mayo de 1976, con la creación de un grupo 
de trabajo que, en 1981, fue continuado por un Grupo de expertos 
intergubernamentales hasta que, en 1986, nace el Comité de Dere-
chos económicos, sociales Ji culturales. Esta evolución institucional 
es el resultado de la insatisfacción que los grupos provocaron en la 
doctrina y en los Estados 119, por lo que se concibió un órgano más 
independiente y compuesto de personas cualificadas 120. 
Sin embargo, la articulación jurídica del Comité 12l, que tenía 
planteados un buen número de desafios 122, muestra ciertos límites 
IIR Diferenciación que se basaba en una discutible diferencia en la naturaleza de 
las obligaciones, y su control, entre el Pacto de Derechos civiles y políticos y el Pac-
to relativo a los derechos económicos, sociales y culturales. Véase VALTICOS, N., 
«Les systémes de controle non judiciaire des instruments internationaux relatifs aux 
droits de l'homme», iV1élanges Modinos (Problfmzes des droits de l'homme el de 
1'unificatioll européell1ze), París, Ed. A. Pedone, 1968, p. 3-16. 
119 Las principales deficiellcias detectadas en esos trabajos fueron las siguientes: 
el retraso en iniciar los trabajos, el absentismo de los expertos, la falta de continui-
dad de las tareas, el insuficiente aprO\-echamiento de los trabajos de los organismos 
especializados, la corta duración del mandato de los expertos, el examen superficial 
ele los informes estatales, la ausencia de métodos de trabajo, de enfoques críticos, 
conclusiones o recomendaciones, así como la escasa cualificación de los represen-
tantes estatales, y la casi nula difusión y publicidad de unos trabajos que no contri-
buyeron a definir estándares en la eyaluación de los informes. Véase GRAVEN, M., 
ob. cit., pp. 40-42; Yéase sobre las críticas posiciones estatales ante las deficiencias 
detectadas en los trabajos de los grupos, TURP, D., «Le controle du respect du pac-
te international relatif aux droits économiques, sociaux et culturels», ob. cit., pp. 
-167-472; ALSTON, P., «The Cnited Nations specialized agencies and implementatiol1 
of the international covenant on economic, social and cultural rights», Columbia 
lo11rnal tmJlsnationallaU', yol. 18, 19'9, pp. 70-117. 
120 Sobre esta necesidad de independencia y de cualificación véase GHERARI, 
H., «Le Comité des droits économiques, sociaux et culturels», R.G.D.fF., 1992, p. 
78. 
12l Véanse, respectivamente, la decisión del CES 1986/17 por la que se creó y la 
Decisión 1990/251, de 25 de mayo de 1990 CEC 12/1990/4) por la que el CES la 
dotó de un reglamento interior. 
122 ALSTON, P., puso de relieve los principales desaji'os que engendraba la crea-
ción del Comité, entre los que destacaba la necesidad de mejorar los informes esta-
tales, de realizar enfoques innovadores, teniendo en cuenta las especiales caracterís-
ticas de los derechos económicos, sociales y culturales, y no limitarse a copiar al 
Comité de Derechos Humanos, de layar la imagen de la actuación de los grupos, 
proceder a una clarificación normatiya, favorecer una mejor realización de los infor-
mes estatales, mejorar la cooperación del Comité con las agencias especializadas de 
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a su independencia derivados de su naturaleza de órgano subsidia-
rio 123 del Consejo Económico y Social, y de las relaciones entre sus 
miembros y los Estados. En cuanto a lo primero, el Comité ejerce 
una función de asistencia a un órgano principal, por lo que de di-
versas maneras es tributario de su voluntad, fundamentalmente en 
cuestiones procedimentales. Por lo que respecta a lo segundo, el 
monopolio en la presentación de candidaturas que se reconoce a 
los Estados, que sólo han propuesto a personas de su nacionalidad, 
así como los mecanismos previstos para el supuesto de vacantes, de 
renovación o de incompatibilidades le,-antan una sombra de duda 
sobre la independencia de sus miembros 124. 
Cierto es que algunos elementos refuerzan su autonomía, tal y 
como se deduce del requisito de que esté compuesto de «expertos 
de reconocida competencia en el ámbito de los derechos huma-
nos» -lo que otorga una mayor credibilidad a sus miembros-, así 
como de la exigencia de que sus miembros «sirvan en su personal 
capacidad», es decir, sean independientes de los Estados, aún cuan-
do éstos hayan participado en el proceso electivo indirectamente; 
del mismo modo, la dependencia financiera de las Naciones Unidas, 
y no de los Estados, es otro aspecto a valorar que, sin embargo, no 
conduce a la esperanza dada la situación financiera del Comité l2'i. 
En cualquier caso, la mejor prueba de la independencia del Comité 
se encuentra en un análisis de la práctica que, como veremos, es 
genéricamente satisfactoria. 
Los trabajos de supervisión del Comité se enfrentan, sin embar-
go, a diversas dificultades 126, entre las que destacan la vaga formu-
]\;aciones Cnidas, fawlrecer el papel de las Organizaciones no Gubernamentales, 
mejorar los métodos de trabajo del Comité y realizar un seguimiento en la conside-
ración de los Informes estatales. "Out of the abyss ... », ob. cit., pp. 332-335. 
123 Sobre esto véase TORRES BERl'i--\RDEZ, S., «Subsidiary organs», lJ;]anuel sur 
les organisations internatioJZales, DUPL'Y, R.]., (Ed), Académie de Droit Internatio-
nal de la Haye, 1988. p. 118. 
12-i Así, GHERARI. H., ob. eit, pp. 8384. 
m La falta de emolumentos de los miembros del Comité se ve agravada por la 
carencia de los recursos materiales y humanos más elementales, que impide un óp-
timo ejercicio de sus funciones. En 1995 el CES ha solicitado a la AGONU que auto-
rice el pago a los miembros del CDESC de honorarios equivalentes a los que perci-
ben los miembros de los demás órganos de control (Decisión 1995/302 del CES). 
Asimismo se ha solicitado que se incluya una partida presupuestaria de 10.000 dóla-
res para im-itar a especialistas (Decisión 1995/303 del CES). Cabe recordar, por lo 
demás, que el Comité viene solicitando insistentemente que, por intermedio del 
CES, se solicite a la AGONU recursos adicionales a fin de que pueda realizar sus 
funciones (véase, por ejemplo la Resolución del CDESC, de 10 de diciembre de 
1993 ). 
126 ElDE, A., «Strategies for the realization of the right to fooc.1» , Mahoney, K., 
Mahoney, P., Human rights il/ the tl{'el/tvjirst eelltU1J!: a global eballenge, i\lartinus 
Nijhoff Publishers, 1993, pp. 459-477, p. 47l. 
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lación de las obligaciones, las escasas especificaciones sobre cómo 
se deben presentar los informes, el papel poco relevante de las Or-
ganizaciones no gubernamentales, la inadecuada cooperación con 
los organismos especializados, y el poco tiempo que tiene el Comi-
té para examinar los Informes estatales. Ocurre además que, en más 
ocasiones de las deseables, los Estados no han cumplido su obliga-
ción de presentar informes, o bien han presentado informes cuyo 
contenido no satisfacía los requisitos mínimos o bien, finalmente, 
han solicitado un aplazamiento para su presentación 127. 
Con objeto de paliar estas situaciones el Comité acordó que los 
Estados pudiesen solicitar la asistencia de la Secretaría General y del 
Centro de Derechos Humanos en la preparación de sus Informes y, 
por su parte, el Consejo Económico y Social aprobó unas Directri-
ces rel'isadas relativas a la forma y el contenido de los Informes que 
han de presentar los Estados partes de conformidad con los artícu-
los 16 y 17 del Pacto 12H, en las que se indica la información que 
deben suministrar los Estados 129. Por lo que respecta al problema 
de los retrasos y de los incumplimientos, el Comité adoptó un con-
junto de reglas para no aceptar las solicitudes de aplazamiento en 
la presentación de los Informes, procediendo a su examen aun 
cuando no esté presente el representante estatal 130 
Para que el examen de los informes estatales sea útil, el Presi-
dente del Comité designa un grupo de trabajo, compuesto por cin-
co miembros, según una adecuada distribución geográfica, que se 
reúnen con anterioridad al periodo de sesiones con objeto de pre-
parar una lista de cuestiones, con la ayuda de la información que les 
suministra la Secretaría así como, en su caso, las Organizaciones no 
gubernamentales 131. Se pretende que los Estados faciliten los infor-
mes escritos J' las re~puestas a las cuestiones con antelación al pe-
riodo de sesiones en que se presenta el Informe. momento en el 
Ir Por lo que respecta a la periodicidad, frecuencia y duraci6n de las sesiones, 
procedimiento de adopci6n de decisione~~ publicidad de los resultados. véase GRA-
VEN, oh. cit., p. 52 Y ss. 
12H Consejo Econélmico y Social. E/e. 12. 1991/1, 17 de junio de 1991. 
129 Proyecto de informe del comité de derechos económicos, sociales y cultura-
les. Descripci6n general de los métodos de trabajo actuales del Comité, E./e.12/ 
1995/CRP.l/Add.3, pár. 2. 
130 En aquellos supuestos en que no se presenta el informe el Comité indica a 
los Estados muy retrasados que examinará la situación del país a la luz de toda la 
información disponible y, en su caso, cabrá otorgar un aplazamiento por un sólo 
periodo de sesiones si el Estado sel1ala inequívocamente su voluntad de presentar-
lo. 
nI Durante el octavo periodo de sesiones el Comité aprobó un procedimiento 
en relaci6n a la particlpaci6n de las orgallizaciones no gubernamentales en las 
actividades del Comité. CES, Doc. Oficiales, 1994, CDESC, Informe sobre los perio-
dos de sesiones octavo Ji nOl'eno, Suplemento n.O 3, Naciones Unidas, p. 76. 
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cual el representante del Estado puede realizar observaciones preli-
minares, y escuchar las observaciones y las cuestiones de los orga-
nismos especializados y de los miembros del Comité, que suele res-
ponder un día después. Este diálogo finaliza con un debate a 
puerta cerrada tras el cual un ponente redacta un proyecto de ob-
servaciones finales dirigidas al Estado que el Comité aprueba, en su 
caso, por consenso. 
A pesar de que normalmente el proceso termina en esta fase, 
excepcionalmente se han adoptado nzedidas de seguimiento) cuan-
do se estima necesario obtener información adicional para conti-
nuar el diálogo con un Estado, en cuyo caso o bien se le indica que 
en el próximo informe (en plazo de cinco años) aborde más deta-
11adamente algunas cuestiones, o bien se establece un plazo (de 2, 
3, 6 meses) para que se envíe información adicional o bien, final-
mente, se adoptan otros métodos, entre los que destacan las misio-
nes integradas 132. 
2 . ..±.2. Funciones 
La función de asistencia del Comité al Consejo Económico y So-
cial, a diferencia del control que se realiza en torno al pacto de de-
152 Que consisten en una úsita en e! terreno. por uno o dos miembros de! Co-
mité, con objeto de reunir la información necesaria para que e! CDESC continue el 
diálogo contructivo y establezca una base más amplia para desempeñar sus funcio-
nes en la esfera de la asistencia técnica. En 1995 se ha realizado la primera misión 
de asistencia técnica a un Estado, en concreto a Panamá. ante la preocupación en 
relación a la situaciCm del derecho a la ui/'ienda, como consecuencia de la ocupa-
ción norteamericana de 1989, que había afectado a 15.000-20.000 personas por el 
bombardeo de El Chorrillo -a juicio de! Gobierno sólo a 3.000-, así como por las 
injustitlcables evacuaciones forzosas y demoliciones de casas de 5.000 personas de 
sus hogares en Tocumen, San Miguelito y Panamá Viejo. Tras un examen del infor-
me de Panamá, en 1991, el Comité se ofreció, a través del Consejo Económico y So-
cial, a enviar a alguno de sus miembros para que asesorase al gobierno panameño 
(Decisión 1993/294, de 28 de julio de 1993); oferta que si en un principio fue re-
chazada, posteriormente fue aceptada, lo que dió lugar al establecimiento de unos 
criterios de misión (debía centrarse en la aplicación del derecho a la vivienda; los 
enúados se entrevistarían y podrían realizar visitas en el terreno. Los objetivos de la 
misión eran hacerse una idea más precisa de la situación de la viYienda en Panamá 
y proseguir e! diálogo con el gobierno y la sociedad ciúl con objeto de realizar la 
mejor aplicaciCm del Pacto). Illforme sobre la misión de asistencia técnica a Pana-
má del Comité de Derechos económicos, sociales y cultllrales~ E/C.12/1995.'CRP.2. 
Véanse asimismo 10sProyectos de decisión 1 J' 11 recomendados para su aprobación 
por el COllsejo ECOllómico J' Social, Consejo Económico y Social, Doc. Otlciales, 
1993, CDESe, Informe sobre el séptimo periodo de sesiones, suplemento n." 2, Na-
ciones Unidas, p. 7. 
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rechos civiles y políticos 133, está poco precisada, lo que lleva a 
plantear cuál es la naturaleza del cOJZtrol ejercido 134 . 
Parte de la doctrina considera que la creación de un Comité 
compuesto de expertos independientes sugiere la intención de que 
asumiese una función cuasijudicial en el proceso de supervisión 13\ 
dado que si su papel se limitase a asistir a los Estados en la imple-
mentación de las obligaciones, estimulando la cooperación y la asis-
tencia internacionales , lo hubiese realizado mejor el propio CES, 
que es un órgano intergubernamental. Los intentos de determina-
ción de la naturaleza del control han llevado a que la doctrina desa-
rrolle y analice diversos conceptos doctrinales sobre la justiciabili-
dad de los derechos, tales como los de judicialismo y 
judiciabilidad, la diferencia entre la justiciabilidad y e71forceabi-
lit)! 136 o la distinción entre la adversarial)! la inquisitorial justicia-
bility. Según doctrina relevante es esta última la que se ejerce en re-
lación al Pacto, lo que limita la justiciabilidad en sentido amplio a 
los derechos civiles y políticos, como, en sentido crítico, sefíala Ad-
do 137. 
El sistema de informes, que se inspira en la naturaleza de los 
derechos económicos, sociales y culturales, y cuya eficacia no pue-
de ser sino limitada 13H, se articula a traves del establecimiento, entre 
el Comité y los Estados partes, de un diálogo constructivo, esto es, 
de un debate en torno a ciertos elementos que, como ha sefíalado 
el Comité 139, constituyen los objetil'os de su trabajo. Son los si-
guientes: 
133 A juicio de DIMITRIJEVIC, V., «tanto por la naturaleza de las obligaciones 
como por la manera de proceder a la realización de los derechos», «The monito-
ring of human rights and the prevention of human rights violations through repor-
ting procedures», Monitoring bumal/ rigbts Ílz Europe. Comparing inter/zationa! 
procedures and mecbanisms, Bloed. A., Leicht, L., Nowak, M., I{osas, A., (Eds), Mar-
tinus Nijhoff Publishers, 1993, pp. 9-10. 
134 Desde una perspectiya general, sobre los diferentes tipos de control y sus re-
laciones yéase VA.\[ BOVE:\' , T., «Political and legal control mechanisms: Their com-
petition and coexistence», Eide, A., Hagtvet, B., (Eds), Human rigbts in perspectil'e. 
A global assessmellt, Norwegian Institute of Human rights, Oslo, 1992, pp. 36-60. 
J3' En este sentido GRAVEN, ob. cit., p. 56. 
136 Para HiIl el judicialismo se refiere al papel de los tribunales mientras que la 
judiciabilidad es inherente a la idea de revisión, que no incluye necesariamente un 
proceso judicial. \'éase HILL, D.M., «Rights and their realisation». Economic, socia! 
and cultural r(r;bt,~ Beddard, R., Hill, D.M., Ed. Macmillan, 1992. pp. 1-21, en espe-
cial pp. 16-19. 
137 ADDO, M. K., «Justidabilit:y re-examined», Ecol/omic, social alld cultural 
rigbts, Beddard, R., Hill, D. ""1., Ed. Macmillan, 1992, pp. 93-117, en especial, p. 98. 
13~ En la medida en que depende de muchos factores. Véase G]{AVE:-.I, ob. cit., 
p. 68 Y ss. 
J39 Véase Presentación de Informes por los Estados partes. Observación General 
ll. o 1 (1989), CES. Doc. oflciales, 1989, CDESC, Informe sobre el tercer periodo de 
sesiones. suplemento n.O 4, :-.ladones Unidas, pp. 102 Y 103. 
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i) Asegurar que se inicie un amplio examen de la legislación, 
las normas y los procedimientos administrativos y prácticas naciona-
les en un esfuerzo para ajustarlas en todo lo posible al Pacto. 
ii) Garantizar que el Estado parte l'igile de manera constante la 
situación real con respecto a cada uno de los derechos, prestando 
especial atención a las regiones o zonas menos favorecidas, así 
como a determinados grupos o subgrupos que se hallen en situa-
ción vulnerable o desventajosa. 
iii) Con una visión general y detallada de la situación existente 
se tiene una base para la elaboración de políticas claramente formu-
ladas y adaptadas a la situación. Se trata de iniciar la adopción de 
políticas en función de los principios. 
iv) Proporcionar una base sobre la cual el Estado y el Comité 
pueden evaluar de manera efectiva la medida en que se ban reali-
zado progresos bacia el cumplinúento de las obligaciones conteni-
das en el Pacto. 
El Comité no busca, por consiguiente, condenar formalmente a 
los Estados por el incumplimiento de las obligaciones, sino que tra-
ta de asistirlos en la realización de los derechos, evitando las con-
frontaciones directas y analizando los diferentes problemas que sur-
gen para su realización . El diálogo constructivo finaliza con las 
observaciones finales que, desde 1993, tienen la misma estructura 
que las de los otros comités de derechos humanos l~O. 
Por otro lado, el desarrollo del contenido de los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales depende de una inteJpretación diná-
1"0 La última observación final ele! CDESC es la relatiya al Informe de Colombia, 
así como a las reuniones con sus representantes (Concluding obsen'atiol1 E/e. 12/ 
1995/12, de 8 de diciembre de 1995. Y el l7~forme de Colombia en h/1994/104/ 
add.2). En la misma. tras una l7ztroduccióll se ponen de relieve los aspectos positi-
1'05 (entre los que se destaca e! estatuto de los instrumentos internacionales de 
derechos humanos en el derecho interno, e! establecimiento de una Oficina de de-
rechos humanos, de una defensoría de! pueblo y de un mecanismo ele tutela esta-
blecido para la protección de los derechos económicos sociales y culturales (en la 
constitución de 1991) etc ... En e! punto C se sell.alan los factores y dificultades que 
impiden la implementación del com'ellio (entre los que destaca el persistente clima 
de yiolencia en el país, las disparidades del Estado de bienestar). En e! punto D se 
indican los principales temas de preocllpación, que para el Comité son la persisten-
cia de un alto nivel de pobreza, e! problema de las personas desplazadas, la odiosa 
práctica de la limpieza social de algunos grupos criminales, la situación catastrófica 
de la región de Uraba, la discriminación de la mujer, los bajos salarios, los elevados 
índices de trabajo infantil etc. Finalmente se realizan sugestiones y recomendacio-
nes, entre las que destaca que el gobierno combata la pobreza con sus programas 
de desarrollo económico y modificaciones fiscales, que de prioridad a los esfuerzos 
para mejorar la situación de comunidades indígenas, personas desplazadas. sin te-
cho, que asegure sus necesidades básicas, que castigue a los responsables criminales 
ele la limpieza social, que realice programas para erradicar la discriminación de la 
mujer, que asegure la educación primaria, etc. 
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mica de la convención 141, que contribuya a dar una mayor preci-
sión al contenido mínimo y básico de los derechos. La redacción 
vaga de las disposiciones se realizó en el entendimiento de que se-
rían posteriormente desarrolladas, como así ha sucedido gracias a la 
labor de algunas Organizaciones Internacionales como la OIT o la 
UNESCO, así como a algunos órganos de Naciones Unidas, en par-
ticular la Subcomisión para la prevención de las discriminaciones y 
protección de las minorías. 
Pues bien, en ese proceso de clarificación normativa del conte-
nido de los derechos ejerce una labor importante el CDESC, no tan-
to por medio de sus observaciones finales sino, más bien, a través 
de sus comentarios y debates generales y, en menor medida, de los 
seminarios, consultas )' declaraciones. Atendiendo a una invitación 
del Consejo Económico y Social, el Comité decidió, en su tercer pe-
riodo de sesiones, preparar observaciones generales sobre las distin-
tas disposiciones del pacto. 
El objeto de las observaciones generales es ayudar a los Estados 
en el cumplimiento de sus obligaciones en la presentación de infor-
mes, transmitiendo la experiencia adquirida, para facilitar la aplica-
ción del pacto, sugiriendo mejoras en la presentación de los infor-
mes y en las actiYidades estatales y de las organizaciones 
internacionales 1-12. Pero la utilidad mayor de estos comentarios es 
la de desarrollar la jurisprudencia l-l3 del convenio. al suponer un 
141 Véase en este sentido EIDE, .\., «Future protection of economic and social 
rights in Europe», Bloed, A.. Leicht, L., Novak, K., Rosas, A., (eds.), Monitorign bu-
man rigbts in Europe. Comparing international procedures and mecbanisms, Mar-
tinus Nijhoff Publishers, 1993, p. 199: ALSTO,\l, P., «Out of the abyss ... », ob. cit., p. 
352; HAl'SERMA¡'\;\I, J, «The realisation and implementation of economic, social 
and cultural rights», Beddard, R., Hill. D. M., (Eds), Ecollomic, social and cultura! 
rigbt\~ Ec!. Macmillan, 1992, p., 58; PELLONPAA, M., «Economic, social anc! cultural 
rights», 1I1acdonald, R. S. ]., Matscher, F., Petzold, H., (eds.), Tbe European system 
for tbe protection ofbuman rigbts, Martinus Nijhoff Publishers, 1993, p. 866. 
142 Como ha seüalado el Comité, «en sus observaciones generales el Comité trata 
de transmitir la experiencia adquirida hasta ahora en el examen de los informes a 
todos los Estados partes a fin de facilitar y promover la aplicación ulterior del pac-
to; seüalar a su atención las deficiencias puestas de manifiesto por un gran número 
de informes; sugerir mejoras en el procedimiento de presentación de informes, r 
estimular las actividades de los Estados partes, las organizaciones internacionales y 
los organismos especializados interesados en lo concerniente a lograr de manera 
progresh'a y eficaz la plena realización de los derechos reconocidos en el Pacto. 
Siempre que sea necesario el Comité, habida cuenta de la experiencia de los 
Estados partes y de las conclusiones a que haya llegado sobre ellas, podrá revisar r 
actualizar sus observaciones generales». Véase Obserz'aciones gellerales. Introduc-
ción: ./úzafidad de las obsen'aciones generales, CDESC, Informe sobre el tercer pe-
riodo de sesiones, 6 al 24 de febrero de 1989, CES, Doc. oficiales, 1989, ;\Iaciones 
Unidas, suplemento n." 4, p. 101. 
14.1 Así, en las observaciones generales se intentan delinear los límites y el alcan-
ce de los derechos que son objeto de interpretación y acuerdo por parte del comi-
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acuerdo en torno a la interpretación de las disposiciones 1-1-1. Esta 
función, que no estaba inicialmente prevista, ha dado lugar a la pre-
sentación de seis observaciones generales 145, resultado ciertamente 
insuficiente para que puedan servir como criterio de referencia ge-
neral en la interpretación del convenio. Asimismo son insuficientes 
para la interpretación del convenio los seminarios, consultas, decla-
raciones y debates generales 146. 
té, a la luz de la evolución del derecho internacional y de la experiencia del Comité, 
estableciendo las obligaciones generales v específicas de los Estados. 
1H Las observaciones generales n.O 5 (personas con discapacidad) y n.O 6 (per-
sonas mayores) no interpretan disposiciones explícitas del Convenio, lo que el Co-
mité atribuye al desconocimiento de la importancia que tenían esas problemáticas en 
el momento en que se redactó el mismo, en el primer caso, y a una interpretación 
amplia del arto 9, que llevaría implícito el reconocimiento de las prestaciones de ve-
jez. 
14" La observación general n.O 1 (1989) sobre presentaci6n de informes por los 
Estados partes -arts. 16 y 17 de! Pacto- (CDESC, informe sobre el tercer periodo 
de sesiones. CES, Doe. oficiales, 1989, suple. n." 4, Naciones Unidas, pp. 102-103). 
La obserl'ación general n. o 2 ( 1990 ) relatil'a a las medidas internacionales de asis-
tellcia técnica -art. 22 del pacto- (CDESC, informe sobre el cuarto periodo de se-
siones, CES. Doe. otkiales, 1990, suple. n." 3, i'\aciones Cnidas, pp. 92-96). La ob-
serl'ación general JI. o 3 (1990) relatil'a a la indole de las obligaciones de los 
Estados partes -pár. 1 del art. 2- (CDESC, informe sobre el quinto periodo de se-
siones, CES. Doe. oficiales, 1991, suple. n.O 3, ;\Jaciones Cnidas, pp. 86-91). La ob-
sen 'ación generalll.° 4 (1991) sobre el derecbo a una l'icienda adecuada -párra-
fo 1 del art. 11 del Pacto (CDESC, informe sobre el sexto periodo de sesiones, CES, 
Doe. oficiales, 1992, suple. n.o 3, Naciones Unidas, pp. 117-124 )-. La obsen.'ación 
general n° 5 (1994-) sobre personas con discapacidad (CDESC, Informe sobre los 
periodos de sesiones 10 y 11, CES, Doe. oficiales, 1995, suple. n." 3, Naciones Uni-
das, pp. 10-±-116). La obserl'aci6n general n." 6 (1995) sobre los Derecbos económi-
co:,~ sociales)' culturales de las personas maJ'0re,~ E/e. 121995/16Rev.1, aprobada 
durante la 39 sesión del 13 periodo de sesiones, celebrado el 24 de noviembre de 
1995. 
146 A los debates generales se dedica un día de cada sesión con objeto de deba-
tir sobre un derecho específico, profundizando en su comprensión y favoreciendo 
el desarrollo de sus distintas dimensiones. Así, han tenido lugar debates generales 
sobre el derecbo a la alimentación (CES, Informe sobre el tercer periodo de sesio-
nes, CDESC, Doe. oficiales, 1989, suple. n." 4, Naciones l'nielas. pp. 80-87), el dere-
cho a la ¡'¡¡'ienda (CES, Doe. oficiales. 1990, CDESe, suple. n." 3, :'-Jaciones Unidas, 
pp. 71-80). los indicadores económicos J' sociales)' su fUllción en la realización de 
los derechos econ6micos, sociales JI culturales (CES, CDESC Doc. oficiales, 1992, su-
ple. n.O 3, :'\aciones Unidas, pp. 85-91). el derecbo a participar elZ la l'ida cultural 
-art. 15 elel pacto- (CES, Doe. oficiales, 1993. CDESe, Informe sobre el séptimo 
periodo de sesiones, suple. n." 2, Naciones Unidas), los derechos de los ancianos en 
relación con los derecbos reconocidos en el pacto (CES, Doc. oficiales, CDESC, In-
forme sobre los periodos 8 y 9, suple. n.O 3, 1994, Naciones Unidas, pp. 59-61), e! 
derecbo a la salud, con especial hincapié en ese contexto a las repercusiones de! 
princiPio de no discriminaci6n JI del concepto que existe de 1111 contenido básico 
mínimo de cada derecho que constituye un límite por debajo del cual no debería 
permitirse que se situasen las condiciones aplicadas en Ilingún Estado parte (CES, 
Doc otlciale, CDESC. 1994, Informe sobre los periodos de sesiones 8 y 9, suple. nO 
3, Naciones Unielas, pp. 61-71), e! papel de las redes de seguridad social como me-
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Una de las propuestas que resultarían positivas para desarrollar 
el contenido mínimo de los derechos económicos, sociales y cultu-
rales sería la aprobación de un protocolo facultativo al pacto' de de-
rechos económicos, sociales y culturales, que estableciese un meca-
nismo de petición individual similar al que existe en relación al 
Pacto de derechos civiles y políticos 1"":', En este sentido, ha seüala-
do Alston 14R que, «el argumento aplastante a favor de elaborar un 
protocolo facultativo del Pacto es que un sistema para el examen de 
casos particulares es la única l'erdadera esperanza de que la Co-
munidad internacional pueda avanzar hacia la elaboración de 
un cue7po significativo de jurisprudencia en esta materia, Hasta 
que ello no suceda, los esfuerzos de la Comisión y la subcomisión y 
otros organismos por atribuir un contenido normatiyo importante a 
esos derechos estarán condenados al fracaso C.',) en tanto la mayo-
ría de las disposiciones del pacto no sean objeto de un escrutinio 
detallado en materia de jurisprudencia internacional es muy poco 
probable que sean objeto de tal examen en el ámbito nacional», 
2.5. Obstáculos y propuestas para la realización de 
los derechos económicos, sociales y culturales en el 
orden internacional 
2.5.1. Obstácu los 
La realización de los derechos económicos, sociales y culturales 
7Z0 puede analizarse aisladamente de la realidad social, sin una 
dio de proteger los derechos econ6nzicm~ sociales Ji culturales, COII particlllar refe-
rencia a las sit1laciones que sl/ponen 1111 importante ajllste estructllral y/o la tran-
sici6n a 1IIlíl economía de mercado (CES, CDESC, Informe sobre los periodos de 
sesiones 10 y 11, (1994), Naciones Unidas, 199'5, pp, 77-83) y, finalmente, sobre las 
actil'idades de enseilanza de los derecbos humanos y de informaci6n púhlica rela-
cionadas COII el pacto de derechos econ6mico.,~ sociales J' culturales (Prm'ecto de 
informe del CDESe. capítulo VI. Día del debate general, É/e.12/1995/CRP.'l/Add.4, 
27 de noviembre de 1995). 
'"" En este sentido GHERARI, oh. cit., p. 89; CANCADO TRINDADE, A A, «La pro-
tección internacional de los derechos económicos, sociales \' culturales», Estudios hási-
cos de Derechos Hllmanos~ 1, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, Comi-
sión de la Unión Europea, San José, 199"-Í-, p. 61: ALSTO:\, P., «No right to complain 
about being poor: The need fOl' an optional protocol to the economic rights cO\'enant», 
Riele, A, Helgesen,]., The f/.ttllre of hUlI1an rigbts protectiolZ in a cbmzging I1'0rld. Es-
sa)'s in hOl/our of Torkel Opsabl, NOl\\'egian University Press, 1991. pp. 79-100; NO-
\\,'AK, M., «Future strategies for the International protection anel realization of Human 
rights», Tbefuture ofbztman rigbts protection in a changing l{iorld, oiJ. cit, p. 70. 
14B Nota de examen preparada por el Sr. Philip ALSTON sobre la cuesti61l de re-
dactar un protocolo facultatil'o del Pacto Internacional de Derechos econ6micos, 
sociales JI culturales, que permitiese la presentaci6n de comunicaciones en relaci6n 
con algunos o la totalidad de los derecbos reconocidos en el Pacto, CDESC, sexto 
periodo de sesiones, 25 de octubre de 1991. 
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observación de la eficacia de las normas, fruto no sólo de su natura-
leza jurídica, cuanto principalmente de las posiciones y comporta-
mientos de los actores de la sociedad internacional en un mundo 
dividido 1~9. El jurista, como indica Dupuy)'50, debe conocer el con-
texto histórico social no abstrayéndose de las finalidades de la nor-
ma puesto que, para evitar construcciones ideales y artificiales que 
se alejen de la realidad, se debe partir, como señala Remiro 1'51, de 
las diferencias entre unas sociedades y otras; y es que más allá del 
viejo adagio latino ubi societas ibi ius, también se puede resaltar la 
conexión derecho-sociedad parafraseando al profesor Gutierrez Es-
pada, cuando señala «según sea la sociedad así será su dere-
cho» 152. 
En esta línea de análisis cabe destacar que, en los últimos cin-
cuenta ailos, el mundo ha conocido un proceso marcado por una 
«mundialización prodigiosa de la prosperidad, que se acompaña de 
una mundialización aterrante de la pobreza» 1 '5J, subsistiendo, en el 
ámbito del desarrollo económico y social, «muchos problemas in-
quietantes que :'-Jaciones Unidas todavía no han logrado supe-
rar» 1 '54. Desvanecida la tensión este-oeste, el factor más característi-
co de diversidad m de la sociedad internacional es el grado de 
desarrollo económico Ji social, como muestran los desiguales niveles 
educativos, de salud, demográficos, científicos, tecnológicos, indus-
triales, laborales y de distribución de recursos. Esta situación pone 
de relieve la escisión existente entre «el discurso de los derechos 
humanos y la práctica diaria» 1'5(" o entre «el coherente desarrollo 
1;9 CASSESE, A., Le droit international dans un mal/de dil"isé, Berger-Levrault, 
1986. 
I~O DlTPUY, P. M., Drait Illternational public, Précis Dalloz, París, 1992, p. 8 Y 
ss. 
lil REMIRO BROTONS, A., Derecbo Internacional público. 1. Princzpiosfimda-
mentales, Ed. Tecnos, Madrid, 1982, p. 27. 
ló2 GUTIÉRREZ ESPADA, c., Hacia un compendio de Derecho Internacional pzí-
blico, P.P.e., Barcelona, 1991, pp. 27-32, p. 34. vid. también, sobre la idea de varia-
bilidad histlírica del Derecho internacional público, PIÑOL 1 RULL, J, «La categoriza-
ción de la ciencia del Derecho como conocimiento preteórico: consecuencias para 
el profesor de Derecho Internacional público», Hacia UI/ nuez'o orden internacio-
nal y europeo. Homenaje al Profesor JI. Díez de Velasco, Ed. Tecnos, Madrid, 1993, 
p. 598 
1 '3 >Véase sobre la situación social actual del mundo la parte A de la Declam-
ción de la Cumbre JJundial sobre desarrollo social, Copenhague, 6-12 de marzo de 
1995, Asociación para las Naciones Unidas en España, 1995, p. 5 Y ss. 
lS; BOCTROS-GHALI, B., Enfrentando nuel'OS retos, Jlemoria anual sobre la la-
bor de la Organización. 1995, Naciones Unidas, 1995, p. 4. 
I,S Sobre las principales divisiones de la sociedad internacional, MARIÑO ME-
NÉ;\fDEZ, F. M., Derecho Internacional público, ob. cit., pp. 28-32. 
1% Véanse las reflexiones que se deducen de la confrontación entre norma y 
realidad en CHIPOCO, c., «La protección universal de los Derechos Humanos. Una 
aproximación crítica», Estudios básicos de derecbos Humanos 1, Instituto Interameri-
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normatÍ"\'o y la escasa implementación de los derechos» 1'i~; y es 
que no basta con el reconocimiento normativo de los derechos sino 
que es necesario crear un conjunto de condiciones que permitan 
que los estándares mínimos puedan ser aplicados universalmen-
te [':iB. 
Pero la confluencia de un conjunto de factores específicos y es-
tructurales impide la realización de los derechos. Türk, en su infor-
me 1':i9, analiza los obstáculos derivados del ajuste estructural 160, la 
deuda internacional, la distribución de los ingresos, las concepcio-
nes erróneas del Estado, la idea del crecimiento económico como 
panacea, la tendencia a la privatización de los derechos humanos, 
las concepciones erróneas acerca del desarrollo, la falta de voluntad 
política, la destrucción del medio ambiente, los gastos militares y la 
dualidad de criterios respecto a los derechos humanos. Por su par-
te, El Hadji Guissé 161, en su Informe provisional sobre la lucba con-
cano de Derechos Humanos, Comisión de la l'nión Europea, 199-t, pp. 171-225, en 
especial 1'1 Y 220 y ss. 
¡s- HAUSERJ\1A'\TN, ]., «Tbe realisation and implementation of economic, social 
and cultural rights», Beddard, R., Hill, D.M., Economic, social al/el cultural rights, 
Ed. Macmillan, 1992, pp. 47-7 3, p. 72: en el mismo sentido ]ACQUART, M., ob. cit., 
p. 1170. 
¡ \H En este sentido, EIDE, A., «The four freedoms and human rights in the new 
international ardep> , ob. cit., p. 2; asimismo MARTE SO:'-J , J, «The United Nations 
and Human rights today and tomorrow", Human rights in the tU'enty-first century. 
A global cballenge, Martinus ;..Jijhoff Publishers, 1993, pp. 925-949, p. 926. 
1S9 Véase el Informe definitil'O presentado por el Sr. Danilo TCRK, Relator espe-
cial, sobre La realizaci6n de los derecbos econ6micos, sociales J! culturales, ob. cit. 
pp. 11-40. . 
1(;0 Los programas de ajuste estructural que amparan las instituciones financieras 
internacionales tienen efectos negativos para los derechos humanos, y no tienden a 
promover el desarrollo humano. Como posible solución el relator proponía la reali-
zación de contratos de desarrollo que se realizarían país por país, así como una 
mayar participación popular, la relación entre las condiciones y el respeto de 
los derechos humanos y la adopción de medidas concretas para proteger a los gru-
pos sociales. Véase el Informe del Secretario General preparado en cumplimiento 
de la resolución 1994/37, en el que se pone de relieve (punto 18) que el problema 
de los programas de ajuste estructural sólo podrá solucionarse eficazmente si se en-
tiende en forma correcta la vinculación entre los recursos disponibles y la realiza-
ción de los derechos económicos, sociales y culturales. Conjunto preliminar de di-
rectrices ilOrmath'as básicas sobre programas de ajuste estructural y derechos 
econ6micos, sociales y culturales, Subcomisión de prevención de discriminaciones y 
protección a las minorías, Naciones Unidas, E /CN.4/Sub.2/1995.1O, 4 de julio de 
1995; véase asimismo, sobre los problemas que los programas de ajuste estructural 
causan en la realización de los derechos el segundo informe de D. TURK, E/CN.4/ 
Sub.2/1991/17, de 18 de julio de 1991, pp. 19-66, así como el Informe preliminar 
de D. TURK sobre El nuel'O orden econ6mico internaicoilal y la promoción de los 
derechos humanos, E/CN.4/Sub.2/1989/19, de 28 de junio de 1989, pp. 15-19. 
161 Informe preparado en cumplimiento de la resolución 199 .. /34 de la Subco-
misión de prevención de discriminaciones y protección a las minorías, E/CN.4/ 
Sub.2/1995/19, 27 de junio de 1995, 35 pp. 
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tra la impunidad de los autores de violaciones de los derechos hu-
manos (derechos econó1Jzicos, sociales l' culturales), analiza los he-
chos y actuaciones que dan lugar a violaciones de los derechos 
económicos, sociales y culturales, fruto de un conjunto de prácticas 
históricas y actuales. Entre las prácticas históricas, analiza la esclavi-
tud, la colonización, el apartheid y el saqueo cultural del tercer 
mundo. Entre las prácticas y procedimientos actuales que dan lugar 
a la violación de los derechos, analiza el problema de la deuda, los 
programas de ajuste estructural, la corrupción, el fraude fiscal y 
aduanero y otras infracciones económicas, como la malversación de 
fondos públicos, el abuso de bienes sociales, la especulación finan-
ciera, la explotación de trabajadores migrantes, el enriquecimiento 
ilícito o fraudulento, el blanqueo de dinero de la droga y la compli-
cidad culpable de ciertas entidades bancarias en la ocultación de 
bienes adquiridos fraudulentamente. Junto a estos factores, la doc-
trina ha puesto de relieve otros como la imposición de condiciones 
para el otorgamiento de ayudas, la imposibilidad de los gobiernos 
de ayudar a los necesitados, la práctica de discriminaciones, la au-
sencia de recursos y la utilización de los recursos en gastos arma-
mentísticos 162. 
2.5.2. Propuestas para su desarrollo y realización 
2.5.2.1. Generales 
Dado que la sociedad internacional no está suficientemente or-
ganizada para luchar contra los obstáculos arriba indicados es nece-
sario, si se quiere lograr la realización de los derechos económicos, 
sociales y culturales, impulsar lluevas enfoques que supongan una 
mutación. Como indica Türk «no parece fuera de lugar hacer hin-
capié en que el fracaso de los gobiernos -y, en efecto, virtualmente 
de todos los modelos de desarrollo seguidos hasta el presente- en 
lo tocante a crear condiciones gracias a las cuales las sociedades en 
su conjunto disfruten de los derechos económicos, sociales y cultu-
rales, pone de manifiesto la necesidad apremiante de plantear de 
otra forma este tipo de derechos» 163 
Esta nueva l'isión, que requiere una gran voluntad política de 
los miembros de la Comunidad Internacional, así como una con-
cienciación de la opinión pública internacional, sólo puede iniciarse 
162 Sobre esto véase MACFARLANE. L. ]., "Problems of the implementation of 
human rights», Thesaurus accroasium. vol. X\1, session 1985, Thesaloniki, 1990, 
pp. 309-3r, p. 324 Y ss. 
163 Informe definitivo del Sr. Danilo TURK, ab. cit., p. 50. 
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desde el reconocimiento de que la indivisibilidad de los derechos 
no puede ser exclusi,'amente teórica sino que debe reflejarse en la 
formulación de cambios normativos e institucionales, así como en 
el impulso a nuevas ideas, que contribuyan a que el Derecho inter-
nacional se transforme, reforzando su dimensión de justicia so-
cial 16 ,. Si bien es cierto que el Derecho internacional contemporá-
neo tiene mayor carácter social 16 'i que antafio, la permanencia de 
sus rasgos estructurales, la ausencia de solidaridad global 166, y de 
una clara voluntad política de los Estados, dificultan las modificacio-
nes necesarias para afrontar estos nuevos retos, que sólo se conse-
guirán con modificaciones normativas, institucionales y de otro tipo 
en la sociedad internacional. En esa línea se han realizado recomen-
daciones y propuestas, realizadas por la doctrina, los Estados y las 
Instituciones Internacionales, para una nueva estrategia de realiza-
ción de los derechos, entre las que recogemos algunas de carácter 
general: 
- Mejorar la actuación de los órganos de Naciones Cnidas en 
la esfera de los derechos humanos 16-. 
- Considerar que la implementación de los derechos no sólo 
depende de los Estados sino también de todos los individuos y ór-
ganos de la sociedad 168. 
Reducir los gastos armamentísticos Hí9. 
- Perfeccionar las políticas de desarrollo. 
- Incrementar la participación popular ¡-a, de las Organizacio-
nes no gubernamentales y de los grupos desfavorecidos, en la iden-
tificación y en la solución de los obstáculos que impiden el goce y 
disfrute de los derechos. 
- Revalorizar y tener en cuenta el papel de las autoridades 
locales 1-1. 
J6", Yéase TRllYOL SERRA, A., La sociedad internacional, _~ianza Cniversidad. 
1991, p. 97. 
16ó PASTOR RIDRUE]O, J. A., CZII~)Q de Derecbo Intemaciona{ Púhlico y Organi-
zaciones Intemacionales, Ed. Tecnos, 5." ed., lvladrid, 1994, p. 8.3 Y ss. 
[66 i\lARIÑO MENÉNDEZ. F. M., Derecbo Internacion{{l púhlico. oh. cit., pp. 28 Y ss. 
167 En esta línea son relevantes las recomendaciones a los órganos de Naciones 
llnidas, a los Estados, a las Instituciones financieras internacionales y a las Organiza, 
ciones no gubernamentales en la esfera de los Derechos Humanos que se realizan 
en el Informe dejlnitil'o de! Sr. Dani10 Türk, oh. cit., p. 60 Y ss. 
1GB ALSTON, P., «International Law ant the right to food», Human rigbts in tbe 
ll'orld Commurzit]'. Issues mzd actioll, University of Pensylvannia Press, Cluade, P., 
Weston, B., (Eels), Philaelelphia, 1989, p. 
[69 Yéase HAUSERMAN. oh. cit., 
]70 Informe definitivo del Sr. Danilo Türk, oh. cit., pp. 50 Y ss. 
17J Yéase el JIanual sobre la creaci6n y el fortalecimiento de instituciones na-
cionales para la promoci6n y protecci6n de {os Derecbos Humal/os. Serie ele capaci· 
tación profesional n." 4, Centro de Derechos Humanos, Naciones Unidas, 1995. 
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Mejorar la utilización de los indicadores. 
Dedicar más atención a los derechos culturales. 
Humanizar los programas de ajuste estructural. 
Incorporar los principios de democracia y descentralización a 
los objetiyos de la cooperación social internacional. 
- Dar una mayor prioridad a las políticas y programas sociales 
de la ONC 172. 
- Evitar la dispersión de esfuerzos y la duplicidad de funciones 
en la ONC. 
- Incrementar el papel de prevención de los órganos de super-
visión 173. 
- Incrementar el intercambio de información y el diseño de re-
comendaciones en materia de políticas sociales. 
- Incrementar la asistencia técnica a los países en vías de desa-
rrollo. 
2.5.2.2. :-Jormativas 
La contradicción entre la existencia de un conjunto coherente 
de normas internacionales y su escasa realización, nos conduce a 
reflexionar sobre la conveniencia de seguir desarrollando compro-
misos para cuya realización no se diseñen las estrategias y los me-
dios de realización adecuados. Además, no hay que desconocer el 
hecho de que los seres humanos que menos cubiertas tienen sus 
necesidades básicas, probablemente, no conocen la existencia de 
estos derechos, por lo que, como indica Robertson ¡--I, el Derecho 
internacional debería establecer la obligación de que los gobiernos 
informasen de los mismos con la suficiente publicidad. 
La tendencia a una expansión normativa sin garantías de aplica-
ción, y con una insuficiente precisión del contenido de las obliga-
ciones, se ha visto confirmada por la Cumbre de Copenhague, en 
donde se acordaron un amplio conjunto de compromisos ¡~\ que 
n Informe de E'spai'ta para la Conferencia en la ClImbre de Desarrollo social, 
¡vladrid, 30 de mayo de 1994. 
n Véase, en este sentido, VAN BOYEN, T., «Prevention of Human rights viola-
tions», Mahoney, K., '\-lahonel'. P., Humall rights in the tll'ellty/int ce n tur)'.· a global 
cballenge, illartinus l'\ijhoff Publishers, 1993, p. 9-í9. 
1-0 EOBEETSON, R, «The right to food in International Law» , Mahoney, K., Ma-
honel', P., Human rigbts in tbe twentl'jirst celltllly: a global chal/enge, Martinus Nij-
hoff Publishers, 1993. pp. 451--í'57, p. 45'5. 
1-, Así, en la Cumbre de Copenhague se han adoptado los siguientes compromi-
sos generales (que por otra parte se desarrollan en la declaración por medio de 
compromisos especítlcos, en el plano nacional e internacional): (1) Creación de 
un entamo econ6mico, político, social, cultural y jurídico que permita el logro del 
desarrollo social; (2) lograr el objetivo de erradicar la pobreza en el mundo me-
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más bien cabría calificar de objetivos, que dificilmente van a supo-
ner un cambio, por sí mismos, en la realización de los Derechos 176. 
En este sentido, Türk se plantea si los órganos de Naciones Unidas 
no deberían centrarse, más que en la creación de normas, en la 
creación de un {( espacio, político, jurídico, social y económico que 
comporte un aumento del número de personas que puedan acceder 
a él, a la adopción de decisiones, a opciones individuales, familiares 
y comunitarias y a la posibilidad real de afirmar, pedir, y reclamar 
derechos económicos, sociales y culturales» 177. 
En todo caso, y junto a la necesidad de precisar las obligaciones 
correspondientes a los diferentes derechos 178, parece necesario y 
conveniente modificar el sistema de supervisión del Pacto teniendo 
diante una acción nacional enérgica y la cooperación internacional; (3) promover 
el objetivo del pleno empleo como prioridad básica de nuestras políticas económi-
cas y sociales y preparar a todas las mujeres y hombres para conseguir medios de 
vida seguros y sostenibles mediante el trabajo y el empleo productivos elegidos li-
bremente; (-±) promover la integraci61l social fomentando sociedades estables, se-
guras y justas y basadas en la promoción y protección de todos los derechos huma-
nos, así como en la no discriminación. la tolerancia, el respeto de la diversidad, la 
igualdad de oportunidad, la solidaridad. la seguridad y la participación de todas las 
personas, incluidos los grupos y las personas desfavorecidos y vulnerables; (5) pro-
mover el pleno respeto de la dignidad humana y lograr la igualdad \" la equidad en-
tre hombres y mujeres y a reconocer y aumentar la participación y la función direc-
tiva de la mujer en la vida política, civil, económica, social y cultural \" en el 
desarrollo; (6) promover y a lograr los objetivos del acceso universal y equitativo a 
una educación de calidad, el nivel más alto posible de salud física \. mental \' el ac-
ceso de todas las personas a la atención primaria de la salud, procurando de modo 
especial rectificar las desigualdades relacionadas con la situación social sin hacer 
distinción de raza ( ... ); (7) acelerar el desarrollo económico, social y humano de 
Africa y de los países menos adelantados; (8) asegurar que los programas de ajuste 
estructural que se acuerden incluyan objetivos de desarrollo social. en particular, la 
erradicación de la pobreza, la generación de empleo pleno y productivo y la pro-
moción de la integración social; (9) aumentar sustancialmente o a utilizar con ma-
yor eficacia los recursos asignados al desarrollo social con objeto de alcanzar los 
objetivos de la Cumbre mediante la acción nacional y la cooperación regional e in-
ternacional: (lO) fortalecer con espíritu de coparticipación el marco de la coopera-
ción internacional, regional y sub regional. 
1-6 El Comité, antes de la celebración de la Cumbre sobre desarrollo social, en 
1994, mostró us preocupación dado que el Pacto de Derechos económicos, sociales 
y culturales se había descuidado en el contexto del desarrollo social, y solicitaba 
que la Cumbre le confiriese la principal función de vigilar los compromisos asumi-
dos por los Estados en la reunión de Copenhague, Declaraci6n del CDESC. La Con-
ferencia Mundial en la Cumbre sobre desarrollo social J' el Pacto internacional de 
derechos econ6micos, sociales)' culturales, CDESC, CES, 1995, Doc. oficiales, pp. 
117-121. 
1-
7 Informe definitivo del Sr Danilo Türk, ob. cit., p. 54. 
¡-g Esta es una de las recomendaciones que, por ejemplo, se realizan en El De-
recho a una alimentaci6n adecuada como derecho humano, ob. cit., p. 63. punto 
2'6. 
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en cuenta que, como ha señalado Nowak 179, en la presente situa-
ción internacional se ha creado un clima favorable que debería de 
ser aprovechado para enfrentarse a dos de las claves de un futuro 
sistema de protección efectiva: mejorar la financiación y la docu-
mentación de los órganos de control. Junto a estos dos elementos, 
Villán Durán 180 ha analizado los problemas y las posibles medidas 
que se podrían adoptar para mejorar la eficacia de los sistemas de 
informes, entre las que destaca la unificación de las directrices de 
los distintos comités, la instauración de procedimientos de urgencia, 
la mejora de los servicios de asesoramiento y asistencia técnica, de 
personal, informáticos, así como el estudio de medidas que incre-
menten la efectividad del funcionamiento. 
Asimismo se plantea la com'eniencia de modificar la naturaleza 
del sistema de control mediante la aprobación de un protocolo que 
establezca un mecanismo de denuncias individuales. Ya en la Con-
ferencia de Teherán de 1968 se invitó a «todos los gobiernos a con-
centrar la atención en la elaboración y perfeccionamiento de proce-
dimientos jurídicos para la defensa de los derechos económicos, 
sociales y culturales y para evitar su violación». Poco tiempo des-
pués el Secretario general de Naciones Unidas, en un estudio 
preliminar sobre las cuestiones relativas a la aplicación de los dere-
chos económicos, sociales y culturales 181 puso de relieve la im-
portancia de los recursos judiciales, y de otra índole, para reclamar 
el respeto de los derechos. Sin embargo, desde entonces, la cues-
tión fue dejada a un lado. La aprobación de un protocolo facultati-
vo facilitaría el desarrollo de la jurisprudencia de los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales y, aun cuando no debe ser el único ni 
el principal componente de un sistema general de aplicación de los 
derechos, sería esencial para tomar los derechos con la seriedad que 
requieren 182. 
En otro sentido, y más recientemente, se están planteando nue-
n NO\'íAK, M., «Future strategies for the international protection and realiza-
tion of human rights», Eide, A., EIgessen,]., Tbe fu tu re of buman rigbts protection 
in a cbanging world. Essays in bonol/r of Turkel Opsabl, Oslo, 1991, pp. 59-78, p. 
70 \' ss. 
'180 VILLl\f DURÁ.\f, c., Curso de Derecbo internacional de los derecbos huma-
nos, oh. cit.. pp 175 y ss. 
181 E/C\.4/988, 1969. 
182 Sobre esto véanse los análisis de ALSTON, P., «No right lO complain about 
poor: The need for an optional protocol to the economic rights covenant», EIDE, 
A., HELGESEN,]., Tbe future of HumalZ rights protection in a cbanging u'orld, Es-
says in HOllour of Torkel Opshehl, Norwegian University Press, 1991, pp. 79-100; 
Nota de e,ymnen preparada por el Sr. Philip ALSTON sobre la cuestión de redactar 
un protocolo facultativo del Pacto internacional de Derechos económicos, sociales J' 
culturales~ E/C.12/1991/WP. 2,25 de octubre de 1991. 
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vas ideas para luchar contra la impunidad líló de las uioladones de 
los derechos económicos, sociales y culturales que, según Guissé J8 ", 
consisten en «la ausencia o insuficiencia de sanciones represivas 
y/o reparadoras de violaciones voluntarias o involuntarias de los de-
rechos y libertades del individuo o de un grupo de indi\'iduos». 
Para hacer frente a las situaciones de impunidad se proponen accio-
nes prel'entivas, que consistirían en la adopción de un conjunto de 
medidas (políticas, económicas, legislativas o administrativas) cuyo 
objeto sería eliminar las prácticas que dan lugar a las violaciones, y 
acciones represivas o reparadoras, cuyo objeto sería sancionar las 
violaciones ya cometidas. En particular, se propone «declarar las 
violaciones de los derechos económicos, sociales y culturales deli-
to internacional y sometido a los principios de competencia uni-
versal e imprescriptibilidad» 18';. 
Por otro lado, una de las causas principales de la escasa realiza-
ción de los derechos radica en los caracteres de la regulación jurí-
dico internacional de la economía 186, cuyos problemas esenciales, 
dada la internacionalización y la interdependencia mundiales, no 
pueden resolverse dentro del marco del Estado nación 187. Como es 
bien sabido el orden económico internacional descansa, desde la 
segunda guerra mundial, en Instituciones (Organización Mundial 
del Comercio, Fondo Monetario Internacional, Banco Mundial) que 
encarnan una filosofía económica y política liberal basada en los 
principios de igualdad, reciProcidad y no discriminación. Frente a 
183 Sobre esto yéase el conjunto de trabajos en la publicación colecti\"a Impuni-
dad, Liga Internacional por los derechos y la liberación de los pueblos, Ginebra, fe-
brero de 1993 y, en especial, la contribución de TEITELBAUM, _~., «La criminaliza-
ción de las violaciones al derecho al desarrollo v a los derechos económicos. 
sociales y culturales», pp. 111-135; \'éase asimismo eÍ Informe CUSSE, ob. cit.; En la 
resolución 1995/3cf de la Subcomisión de Pre"ención de Discriminaciones " Protec-
ción a las minorías, aprobada el 24 de agosto de 199\ se indica que «]a' práctica 
cada vez más difundida en todo el mundo de la impunidad de los autores de viola-
ciones de los derechos humanos representa un obstáculo fundamental al respeto de 
los derechos humanos y se acuerda examinar la cuestión de la impunidad de los 
autores de violaciones de los derechos humanos (derechos económicos, sociales ,-
culturales) en su éf8 periodo de sesiones, en relación con el tema del programa ti-
tulado «el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales. E/CN.4. 
Sub.2/1995/L.11/ Add.6. 
lH4 Informe CUSSE, ibid., p. 5 
lHS Informe CUSSE, ibid., p. 35. 
lH6 Como indica RUBE\ <<los derechos económicos y sociales preYistos en el 
Pacto no se realizarán sin una profunda y amplia restructuración de los actuales 
acuerdos internacionales», RUBIN, S. J., «Economic and social human rights and the 
new international economic ordef», Tbesaul"us accroasium, vol. :ATVI, sesión 1985. 
Thesaloniki, 1990, pp. 427-4cf8, p. 435. 
lH~ Como han podido comprobar los países del Este. Véanse las reflexiones de 
J\IINC, A., La nuel'a Edad l1Jedia. EL gran l'acío ideoI6[',ico, Temas de Hm-. Ensayo. 
Madrid, 1994, p. 21 Y p. 75. 
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los movimientos revisionistas iniciados por los países en desarrollo, 
tras la mutación del orden internacional producida por la universali-
zación que llevó aparejado el proceso de descolonización, mostra-
ron una gran fuerza de resistencia los pilares que sustentan el or-
den económico, tal y como refleja la reafirmación que se produjo 
en torno a los principios de soberanía -que se traduce en el prin-
cipio de libre elección del sistema económico, en el princiPio de so-
beranía sobre los recursos naturales y en el princlPio de no inter-
vención en los asuntos internos- e ig1laldad -que se refleja en la 
claúsula de la nación más fal'Orecida-, a pesar del enunciado del 
art. 28 de la Declaración de Derechos Humanos, de la aprobación 
de múltiples resoluciones no vinculantes, de decenios y nuevas téc-
nicas para el desarrollo. Aún cuando el balance del llamado nuevo 
orden económico internacional no sea totalmente negativo es, 
como señala Horchani 188, globalmente decepcionante. 
En definitiva, la realización de los derechos económicos, socia-
les y culturales depende, en último término, de la creación de un 
orden más justo y racional que refleje los valores de solidaridad, 
cooperación, equidad e interdependencia, tan proclamados en tex-
tos de soft lauj así como de una interpretación del principio de 
igualdad en su sentido más amplio, de igualdad real y no sólo for-
mal -principio de desigualdad compensadora-, de tal manera que 
la cooperación al desarrollo deje de ser un mero patrón de com-
portamiento, y se consagren algunos derechos tradicionalmente re-
clamados. como el derecho a un trato comercial preferente, de 
aprovecharse de los beneficios de la ciencia y la tecnología, o a la 
igualdad institucional en las Organizaciones económicas internacio-
nales, entre otros. 
Uno de los principales obstáculos para que se produzca una 
nueva visión que favorezca una mutación 1R9 del orden económico 
internacional, junto a la falta de voluntad política de los Estados de 
llevarla a cabo, es la tendencia neoliberal actual 190 que, si bien 
18B HORCHANI, F., «Le nouvel ordre economique international: mort ou méta-
porphose?». Les nOlll'eaux aspects du Droit international, Rencontres internationa-
les de la Faculté des sciences juridic¡ues politic¡ues et sociales de Tunis, BEN 
ACEOUR, R, LAGHI\lANI, S., (eds.), Ed. A Pedone, París, 1994, pp. 195-218, p. 197. 
189 Con el término mutación, como indican MICHACD, G., y MARC, E., (Vers 
l/l/e sciene!! des ciz'ilisations, Ed. Complexe, Bruxelles, 1981) se quiere expresar «el 
fin de una época, de una era histórica ( ... l. Se está, entonces, en presencia de una 
yerdadera mutación, en el sentido biológico del término, cuando se produce una 
transformación, el tránsito relativamente brusco de una forma o de una estructura a 
otra», 
190 Como indica el profesor CARRILLO SAlCEDO «Tras la caída del muro de 
Berlín y la implosión del imperio ruso-soviético (. .. ) dos palabras claves, economía 
d!! mercado y lib!!}'(7!izació1Z, vienen siendo proclamadas como dogmáticos reme-
dios para los males del subdesarrollo ( ... ) nada parece indicar que dichos países se 
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puede constituir una buena receta para algunos países, es imposible 
que sirva para todos. 
Por otro lado, el enfoque de Naciones Unidas 191 ante el reto 
del desarrollo es excesivamente tímido, al limitarse a plantear las 
claves de un debate mundial sobre la cuestión, sin proponer modifi-
caciones normativas o institucionales de largo alcance. Si bien es 
cierto que se impulsan aspectos tradicionalmente desatendidos, des-
de un enfoque multidimensional del desarrollo (paz, economía, me-
dio ambiente, justicia social y democracia), no se plantean modifi-
caciones cualitativamente importantes. En una línea innovadora, sin 
embargo, son esclarecedoras las propuestas del Programa de Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo que, en su informe de 1994, indicaba 
la necesidad de una nueva concepción de la cooperación al desa-
rrollo, estableciendo sus objetivos y medios 192, aun cuando, proba-
blemente, la sociedad internacional, no esté lo suficientemente ma-
dura para abordar dichos retos. 
2.5.2.3. Institucionales 
Como ha señalado la doctrina que ha estudiado el nacimiento e 
implicaciones del Estado social, su origen se encuentra en la convic-
ción de que era necesario modificar no sólo la estructura política 
de los Estados sino también la estructura social 193. Se produjo así 
una mutación del Estado que, en sentido moderno, se concibe a sí 
mismo como un Estado social, a diferencia del Estado autoritario y 
encuentren en el camino del crecimiento económico y del desarrollo» (<<Los funda-
mentos de la paz en la acción de Naciones Unidas: ... "" ob. cit., p. -í9). 
]9] Véase el Informe del Secretario General. Un programa de desarrollo. Desa-
rrollo y cooperación económica internacional, A/4B/935, Naciones Unidas, 6 de 
mayo de 1994; J' el Informe del Secretario General. Un programa de Desarrollo, 
A/49/665, Naciones Unidas, noviembre de 1994. 
192 En este Informe se defiende la necesidad de entrar en una nuel'a era de la 
cooperación al desarrollo, en la que las relaciones económicas se basen en el inte-
rés común y no en la caridad o en la confrontación. En particular se propone modi-
ficar el marco actual de la cooperación para que la ayuda se base en objetiuos deji"-
nidos en común, se establezca un sistema mundial de protección social para las 
prioridades esenciales del desarrollo humano, se amplie el concepto de cooperación 
-que no sólo incluya las ayudas sino cualquier tipo de flujo-, se establezcan me-
dios de compensación a los países pobres por ciertos servicios de interés mundial 
-medio ambiente, lucha contra los estupefacientes-, \' se busquen nuecas fuentes 
de .financiación independientes de la uoluntad política de los países ricos etc. Véa-
se el Rapport mondial sur le déueloppement bumain 1994, P.l\.l'.D., Ed. Económi-
ca, París, 1994, pp. 4-5. 
193 ABENDROTH, W., «El Estado de Derecho democrático y social como proyec-
to político», El Estado social, Centro de Estudios constitucionales, Madrid, 1986, p. 
14.; vid. asimismo HELLER, H., ob. cit. 
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del Estado liberal de Derecho, garantía de la subsistencia del indivi-
duo y, por lo tanto, Estado de prestaciones y de redistribución de la 
riqueza. 
Este diagnóstico 194, que caracteriza al Estado por razón de 
unas finalidades sociales 195, superando la mítica división Estado 
y sociedad por la caracterización teleológica del primero 196, evi-
dentemente no es predicable de la sociedad internacional, donde 
no hay Estado. El consenso W universal sobre la validez de los 
Derechos humanos, en general, y de los derechos económicos, 
sociales y culturales, en particular, carece de una estructura de 
poder central, de un Estado mundial, que garantice su realiza-
ción. 
La idea de ir hacia la configuración de un Estado social mun-
dial garante de los derechos económicos, sociales y culturales ha 
sido propuesta fundamentalmente por la doctrina y, de una ma-
nera muy matizada, por informes de organismos especializados. 
En un interesante estudio el profesor Contreras mantiene que el 
mundo actual, a diferencia de lo que ocurre en los Estados anali-
zados aisladamente, posee capacidad técnica y recursos económi-
cos más que suficientes para satisfacer las necesidades elementa-
les de todos los hombres, por lo que evidenciada la obsolescen-
cia del Estado nación, parece necesario abrir nuevos marcos de 
referencia, mediante un acuerdo general entre los Estados que ga-
rantice la satisfacción de las necesidades básicas de todos los 
hombres, sobre todo si se tiene en cuenta que la cuestión del 
Estado social mundial no es un problema de factibilidad técnica 
sino de solidaridad intergrupal 198. 
En el mismo sentido, en el Informe del P.N.U.D. sobre el Desa-
19'; FOR5THOFF, E., «Problemas constitucionales del Estado social», El Estado 
social, Centro de Estudios constitucionales, Madrid, 1986, p. 46 Y ss. 
195 PAREJO ALFO:--J50, L., Estado social Ji administraci6n pública. Los postulados 
constituciollales de la reforma administrativa, Ed. Civitas, Madrid, 1983, p. 33. 
196 C055IO DÍAZ, J. R., Estado social Ji Derechos de prestaci671, Centro de Estu-
dios constitucionales. Madrid, 1989, p. 32; en el mismo sentido, y explicando la 
eyolución histórica Yéase RITTER, G. A.. El Estado social, su origen Ji desarrollo en 
una comparaci6n internacional, Colección Ediciones de la Revista de Trabajo, Mi-
nisterio de Trabajo y de la Seguridad Social, Madrid, 1991, p. 17. 
197 MORPHET, A., «Economic, social and cultural rights: The de\'elopment of go-
vernments' \'iews, 19-.l1-88», Economic, social alld cultural rights, Beddard, R., Hill, 
D. :vI., Ed. l\lacmillan, 1992, pp. 74-91. 
198 Cfr. CONTRERAS PELÁEZ, F. ]., (como indica este autor los derechos sociales 
sólo llegarán a ser uniyersalmente viables en la medida en que avance el proceso de 
institucionalización de la Comunidad internacional) ob. cit., p. 115 Y ss. Vid. tam-
bién, sobre las propuestas de modificación de carácter orgánico el trabajo del profe-
sor MOREIRO GONZÁLEZ, en este mismo libro. Asimismo CARRILLO SALCEDO, J. 
A.. «Los fundamentos de la paz en la acción de Naciones Unidas: Derechos hu-
manos, acción humanitaria y desarrollo». ob. cit., p. 53 Y ss. 
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rrollo HUlnano de 1994 199 se indica la conveniencia de que 
Naciones Unidas redacte una Carta social mundial, para asegurar, 
mediante determinadas reformas normativas e institucionales, la re-
alización de un estándard mínimo de derechos económicos, socia-
les y culturales. Partiendo de la necesidad de configurar nuevos 
conceptos mundiales sobre la cooperación al desarrollo 200, la segu-
ridad humana 201 y, en definitiva, la situación social internacional, se 
propone la creación de un fondo mundial de la seguridad huma-
na, cuyo objeto sería la financiación de acciones internacionales en 
ciertos ámbitos 202. Asímismo se proponía reforzar el papel de 
Naciones Unidas en el desarrollo humano y, en particular, crear un 
Consejo de Seguridad Económica 203 que sería el órgano que adop-
tase decisiones cuando existiese una amenaza a la seguridad huma-
na, entendida en sentido amplio (seguridad del empleo, de la renta, 
sanitaria, del medio ambiente, frente a la criminalidad etc.). 
Pero, para que en la sociedad internacional se produjese cam-
bios análogos a los que tuvieron lugar con la formación del Estado, 
serían necesarios cambios estructurales frente a los que actúan 
como elementos de resistencia, la soberanía estatal y la escasa insti-
tucionalización de la sociedad internacional 20"". 
La aceleración histórica internacional y los recientes cambios en 
199 Rapport mondial sur le de1'eloppclllent bUlllain 199"'. Programa de Naciones 
Unidas para el Desarrollo, Ed. Económica, París, 1994, pp. 3-12. 
200 Al considerarse adecuadamente que el marco actual de la cooperación al de-
sarrollo debe ser objeto de diversas modificaciones fundamentales. 
201 Como se indica en el Informe «desde hace mucho tiempo las cuestiones de 
seguridad se reducen a las amenazas contra la integridad territorial del país. Pero 
hoy para la mayor parte de las personas. el sentimiento de inseguridad nace más a 
menudo de las inquietudes de la vida cotidiana que del temor a un cataclismo mun-
diaL Seguridad del empleo. de la renta, de la seguridad sanitaria, del medio ambien-
te, de los problemas de la criminalidad. Tales son las formas que reúste hoy la pro-
blemática de la seguridad humana en el mundo. La Comunidad internacional 
debería crear un sistema de alerta que repose en un conjunto de indicadores de la 
seguridad humana para intentar evitar que los países alcances un nivel crítico», 
zNd., p. 3. 
202 El trátlco de estupefacientes, terrorismo internacional, la proliferación de ar-
mas nucleares, las enfermedades transmisibles, contaminación del medio ambiente, 
agotamiento de los recursos naturales. catástrofes naturales, cont1ictos étnicos y 
éxodo de refugiados, ibid., p. 9. 
205 El Profesor CARRILLO SALCEDO, J. A., «<Los fundamentos ... ». ob. cit., p. 59) 
indica como conclusión que no comparte «de la idea de crear un Consejo de Segu-
ridad Económica ya que, en materias económicas, comerciales y financieras lo esen-
cial estriba en disponer de una estructura adecuada de negociación para la coopera-
ción permanente, multilateral e institucional. Desde mi punto de ústa, el ECOSOC 
podría y debería ser el órgano más idóneo para ello». 
20; Vid. las interesantes reflexiones de EIDE, A., «National sovereignty and inter-
national efforts to realize Human rights», EIDE, A., HGATVET, B., (eds.), !filman 
rií!,bts in pe¡:,pectiue. A global {/ssessmelJt, Norwegian institute of Human rights, Os-
lo, 1992, pp. 3-30. 
102 
la sociedad internacional, que hubieran sido un momento propicio 
para una mutación histórica desde la que se tm'iesen más en cuenta 
los intereses comunes protegidos por normas jurídicas internaciona-
les, que la acomodación de los intereses estatales, sobre la base del 
consensualismo, no se ha visto reflejada en el marco jurídico estruc-
tural, a pesar de encontrarnos en un nuevo escenario mundial 20\ 
que ha dado lugar a procesos de cambios normativos que, sin em-
bargo, difícilmente pueden transformar la Comunidad Internacional, 
que hoy en día es una idea fuerza 206, en un sujeto de derecho con 
las funciones del Estado. Hasta tanto se produzca ese soñado cam-
bio, si es que llega a producirse, es preciso profundizar en la consi-
deración de las reformas institucionales necesarias para garantizar 
una mejor gobernabilidad mundial. 
20ó Así. DEL ARE:"JAL, c., «El nue\'o escenario v la teoría de las relaciones inter-
nacionales». IJacia 1171 nuel'O orden internaciolZal JI europeo. Ilomenaje al Proj'esor 
JI. Díez de ¡Telasco, Ed. Tecnos, Madrid. 1993, pp. 79-99. 
20(; DlTPUY, R. J .. La COlillnzmallté intenwtionale elZtre le mytbe et l'bistoire, 
Económica Unesco, París, 1986, p. 1 'i 
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